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[...] 
 
 

VIII 
 

VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 7 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 
(DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL) 

 
Alegatos de la Comisión 

 
91. La Comisión alegó que:  
 

a) el artículo 19.17.g de la Constitución del Ecuador de 1978, vigente cuando fue 
arrestado el señor Daniel Tibi, establece las circunstancias formales para proceder a 
una detención, es decir, por orden de autoridad competente, salvo en el caso de 
flagrancia.  La Constitución no establece ninguna otra situación en la cual no sea 
necesaria la orden de autoridad competente.  Por su parte, el artículo 172 del Código 
de Procedimiento Penal del Ecuador regula la detención preventiva en los términos 
siguientes: “antes de iniciada la respectiva acción penal, el Juez Competente podrá 
ordenar la detención de una persona […]”; 
 
b) compete a las autoridades nacionales, en especial a la justicia interna, 
interpretar y aplicar la ley del país.  Sin embargo, según el artículo 7.2 de la 
Convención Americana, “el incumplimiento de la ley interna comporta una violación 
de la Convención, por lo que la Corte puede y debe ejercer su competencia para 
determinar si se ha cumplido con la ley interna”;  
 
c) no se ha demostrado, ni el Estado ha argumentado, que el señor Tibi haya 
sido arrestado en delito flagrante.  Tampoco se ha controvertido que la orden de 
arresto está fechada el 28 de septiembre de 1995.  La detención se realizó en 
contravención de los procedimientos previamente establecidos en la Constitución y 
en el Código de Procedimiento Penal del Ecuador y, en consecuencia, el 
incumplimiento de la ley ecuatoriana constituyó una violación del artículo 7.2 de la 
Convención; 
 
d) el arresto de un individuo sin una orden requiere justificación legal y fáctica, 
que no ha sido presentada por el Estado. El proceso de captura y detención en el 
presente caso no se ajusta al debido proceso. La privación de la libertad del señor 
Tibi fue arbitraria, bajo los términos del artículo 7.3 de la Convención Americana;  

 
e) el señor Tibi afirmó que en ningún momento le informó la policía de la razón 
de su arresto, a pesar de que en la orden judicial se indicaba que “se le detenía 
porque estaba siendo investigado por narcotráfico en el proceso penal N 361-95”.  Al 
no informar al señor Tibi de las razones de su detención y de los cargos que se le 
imputaban, se violó el artículo 7.4 de la Convención;  
 
f) el 4 de octubre de 1995 el señor Tibi supo de la existencia de una orden de 
detención preventiva en su contra, dictada por el Juez de Guayaquil.  Aunque la 
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justicia conocía dicha causa, en ningún momento del proceso se llevó al señor Tibi 
ante el juez pertinente, como lo exige el artículo 7.5 de la Convención;  

 
g) aunque el Estado argumente que el artículo 116 de la Ley sobre Sustancias 
Estupefacientes y Psicotrópicas, vigente en ese momento, prevé llevar al detenido 
ante el Fiscal y no ante un Juez, el acusado debe comparecer ante el juez o el 
funcionario judicial que tenga competencia para impartir una orden de liberación.  El 
Ministerio Fiscal General forma parte del Ministerio Público, que es independiente y 
está expresamente excluido de la categoría de órganos que conforme a la 
Constitución ecuatoriana cumplen funciones judiciales; 

 
h) después el arresto, el señor Tibi permaneció en detención preventiva durante 
dos años, tres meses y tres semanas, lo que no constituye un plazo razonable de 
prisión sin condena.  En este sentido, debe demostrarse que la detención estuvo bien 
fundada desde el inicio.  Si la detención fue ilegal o arbitraria desde su origen, como 
en el caso del señor Tibi, ningún plazo sería razonable.  En segundo lugar, 
asumiendo que existen sospechas razonables de la comisión de un delito por parte 
del acusado, el Estado debe demostrar que esas sospechas han aumentado para 
justificar la duración de la detención, es decir, debe hacer un análisis periódico de la 
necesidad y legitimidad de la medida, situación que no se presentó en el caso del 
señor Tibi.  En tercer término, aún cuando existan sospechas suficientes para 
mantener la prisión preventiva, el Estado debe demostrar que ha tenido una 
diligencia especial en la investigación del caso, diligencia a todas luces ausente en el 
presente caso;  
 
i) los tribunales nacionales y, posteriormente, los órganos de la Convención 
deben determinar si la detención de un acusado antes de una decisión final ha ido 
más allá, en algún momento, del límite razonable.  Este límite sirve al objetivo de 
proteger al acusado en lo que se refiere a su derecho básico a la libertad personal; y  
 
j) tanto la necesidad como la duración de la prisión preventiva deben guardar 
proporcionalidad con el delito que se investiga y con la pena aplicable.  Una vez 
dictado el sobreseimiento provisional, la detención de una persona no es razonable ni 
legítima, y no cumple con la necesidad de que haya proporcionalidad.  
 

Alegatos de los representantes de la presunta víctima y sus familiares 
 
92. Los representantes de la presunta víctima y sus familiares alegaron que: 
 

a) estaban plenamente de acuerdo con el análisis realizado por la Comisión;  
 
b) el artículo 7.2 de la Convención, en su aspecto material, exige que el Estado 
cumpla con los supuestos tipificados objetiva y previamente en la Constitución 
Política y en las leyes dictadas conformes a ella, y que las autoridades apliquen ese 
ordenamiento jurídico; en el formal, dicho artículo requiere el cumplimiento de los 
requisitos de forma establecidos en el derecho interno, como lo es, por ejemplo, la 
existencia de una orden de detención escrita y fundada por autoridad judicial 
competente; 
 
c) los artículos 19.17 de la Constitución Política del Ecuador y 172 del Código de 
Procedimiento Penal exigen que se emita una orden de detención firmada, se 
establezca la razón de la detención, el lugar y fecha de emisión de la orden.  La 



 3

única excepción a la orden escrita es la establecida en el artículo 174 del código, que 
se refiere a la detención de un individuo capturado en flagrante delito;  
 
d) el señor Tibi fue arrestado mientras conducía su automóvil, sin que existiera 
orden de juez competente, como lo establece el artículo 172 del Código de 
Procedimiento Penal, y sin que mediara delito flagrante, conforme al artículo 174 del 
mismo cuerpo de leyes;  
 
e) el concepto de “detención arbitraria” opera cuando, a pesar de estar 
satisfechos los requisitos constitucionales y legales, se verifica alguna circunstancia 
incompatible con los derechos y garantías protegidos por la Convención Americana;  
 
f) las autoridades policiales detuvieron al señor Daniel Tibi con flagrante abuso 
de poder, para involucrarlo en un delito que no cometió e incluso torturarlo, como en 
efecto lo hicieron, a fin de que se declarara culpable de los hechos que se le 
imputaban.  La detención también fue injusta, porque sólo se contaba, como prueba 
en contra del señor Tibi, con una declaración de otro coacusado (prohibida por el 
propio ordenamiento interno, en el artículo 108 del Código de Procedimiento Penal), 
declaración presuntamente obtenida también bajo tortura, es decir, violando el 
debido proceso;  
 
g) el artículo 7.4 de la Convención impone dos exigencias diferentes en  cuanto 
al deber de informar a la persona detenida: a) el deber de informar las razones de la 
limitación a su libertad personal; y b) el deber de notificar inmediatamente la 
imputación que existe en su contra. La correcta notificación de la imputación es 
determinante para el ejercicio del derecho de defensa, ya que establece el objeto del 
procedimiento;  
 
h) las notificaciones “accidentales” de los cargos en contra del señor Daniel Tibi 
no se adecuaron a los estándares que demanda la Convención Americana en los 
artículos 7.4 y 8.2.b;  
 
i) los agentes del Estado mintieron al indicar que la detención y posterior 
traslado del señor Tibi de las oficinas de la INTERPOL de Quito a la ciudad de 
Guayaquil se debían a un control de migración; no le comunicaron que estaba 
involucrado en un proceso judicial, y tampoco recibió la notificación oficial de los 
cargos en su contra, que conoció gracias al abogado de otro acusado;  
 
j) las garantías del artículo 7.5 de la Convención están orientadas tanto a la 
revisión judicial de cualquier privación de la libertad, como al control del tiempo que 
una persona permanece detenida o encarcelada.  La revisión judicial es el 
mecanismo de control idóneo para evitar detenciones arbitrarias e ilegales. Los 
objetivos de la presentación ante un juez u otra autoridad judicial son: evaluar si 
hay razones jurídicas suficientes para el arresto y si se requiere la detención antes 
del juicio, salvaguardar el bienestar del detenido y evitar la violación de los derechos 
fundamentales del detenido;  
 
k) el señor Daniel Tibi nunca fue llevado ante el juez que conocía la causa.  
Tampoco hay constancia de que el juez se haya traslado a la penitenciaría en donde 
estaba el señor Tibi;  
 
l) si la persona detenida es llevada ante un funcionario que no es juez, la 
jurisprudencia internacional ha señalado que aquél debe cumplir tres requisitos: 
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estar autorizado por ley para ejercer funciones judiciales, satisfacer la garantía de 
independencia e imparcialidad, y tener la facultad de revisar los motivos de la 
detención y, de ser el caso, decretar la libertad. En el presente caso, Daniel Tibi fue 
llevado ante un fiscal, nunca compareció ante un juez y dicho fiscal no cumplía los 
requisitos ya mencionados;  
 
m) en el Ecuador los procesados simplemente no comparecen ante un juez, es 
decir, la exigencia “sin demora” nunca se cumple; y  
 
n) en el Ecuador la prisión preventiva no se utiliza de manera excepcional, sino 
constituye una regla.  En este caso no existía ningún indicio fuerte, unívoco y directo 
que significan una presunción grave, precisa y concordante en contra del señor Tibi, 
que justificara la prolongación de la detención por más de dos años.  
 

Alegatos del Estado 
 
93. El Estado alegó que: 

 
a) ha cumplido con los presupuestos legales necesarios para toda detención, a 
saber: “las personas sólo pueden ser detenidas si han participado, o se sospecha que 
han participado, en actos tipificados como delitos”, y la “detención debe tener como  
único propósito evitar la fuga de un sospechoso de un acto delictivo y poder asegurar 
así su comparecencia ante un juez competente”;  
 
b) la detención y privación de libertad del señor Tibi y los otros sindicados eran 
más que necesarias, toda vez que los ilícitos bajo investigación constituyen delitos de 
persecución pública.  Nunca privó arbitrariamente de la libertad a los sindicados, sino 
lo hizo basado en serias presunciones y después de un operativo judicial;  
 
c) el hecho de que el informe policial relativo a la investigación realizada por la 
Policía Nacional ante el Fiscal fuera remitido al juez competente dos días después de 
la detención, demuestra que el señor Tibi fue llevado ante las autoridades judiciales 
sin violar en forma alguna el término “sin demora” utilizado por el artículo 7.5 de la 
Convención.  Se puede concluir que los dos días en que el detenido no estuvo a 
disposición del juez no fueron un período excesivo, más aun si se considera que el 
vocablo “inmediatamente” debe ser interpretado de conformidad con las 
circunstancias de cada caso;  

 
d) tanto para el artículo 7.5 como para el artículo 8.1 de la Convención 
Americana, “el plazo razonable” deberá contarse “a partir del momento en que una 
persona es acusada”, entendiéndose como acusación “la notificación oficial, que 
emana de la autoridad competente, por la que se imputa haber cometido una 
infracción penal”.  La fecha de inicio del cómputo del tiempo, en este caso, sería el 
27 de septiembre de 1995, día en el que el señor Tibi fue detenido;  
 
e) el plazo razonable del artículo 7.5 de la Convención concluye con la prisión 
preventiva y el plazo del artículo 8.1 termina con la totalidad del proceso; y  
 
f) la necesidad de la medida excepcional de prisión preventiva “se justifica por 
los siguientes criterios acogidos” por la Comisión Interamericana en el informe No. 
2/97 respecto de Argentina, a saber: i) presunción de que el acusado ha cometido un 
delito; ii) peligro de fuga; iii) riesgo de comisión de nuevos delitos; y iv) necesidad 
de investigar y posibilidad de colusión.  Asimismo, para decretar dicha medida, se 
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debe satisfacer ciertos requisitos de fondo: que se trate de un delito de acción 
pública, que el delito esté sancionado con una pena mayor a un año de prisión, que 
existan indicios suficientes sobre la existencia de un delito de acción pública y que 
existan indicios claros y precisos de que el imputado es autor o cómplice del delito.  
La prision preventiva debe sujetarse a ciertos requisitos de forma: competencia, 
formalidades, agentes de la aprehensión y contenido del auto.  La detención 
preventiva en contra del señor Daniel Tibi, como medida excepcional, era necesaria, 
conforme a los requisitos señalados, por lo que no existió violación alguna al derecho 
a la libertad personal.   

 
Consideraciones de la Corte 
 
94. El artículo 7 de la Convención Americana dispone que: 
 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 
 
2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones 
fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas 
conforme a ellas. 
 
3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 
 
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y 
notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
 
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro 
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada 
dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso.  
Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 
 
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal 
competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y 
ordene su libertad si el arresto o la detención fueron ilegales.  En los Estados Partes cuyas leyes 
prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a 
recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, 
dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra 
persona. 
 
[…] 
 

95. En consonancia, el segundo Principio para la Protección de Todas las Personas 
Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión de Naciones Unidas señala que 
 

[e]l arresto, la detención o la prisión sólo se llevarán a cabo en estricto cumplimiento de la ley y 
por funcionarios competentes o personas autorizadas para ese fin1. 
 

96. Por su parte, el Principio cuarto del mismo instrumento internacional declara que 
 

[t]oda forma de detención o prisión y todas las medidas que afectan a los derechos humanos de 
las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión deberán ser ordenadas por un 
juez u otra autoridad, o quedar sujetas a la fiscalización efectiva de un juez u otra autoridad2. 

 

                                                 
1 O.N.U., Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de 
Detención o Prisión, Adoptado por la Asamblea General en su resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988, 
Principio 2. 
 
2 O.N.U., Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de 
Detención o Prisión, supra nota 126, Principio 4. 
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97. Esta Corte ha señalado que la protección de la libertad salvaguarda “tanto la libertad 
física de los individuos como la seguridad personal, en un contexto en el que la ausencia de 
garantías puede resultar en la subversión de la regla de derecho y en la privación a los 
detenidos de las formas mínimas de protección legal”3.   
 
98. Asimismo, este Tribunal ha manifestado, en relación con los incisos 2 y 3 del artículo 
7 de la Convención, sobre la prohibición de detenciones o arrestos ilegales o arbitrarios, 
que: 
 

[s]egún el primero de tales supuestos normativos [artículo 7.2 de la Convención] nadie puede 
verse privado de la libertad sino por las causas, casos o circunstancias expresamente tipificadas 
en la ley (aspecto material), pero, además, con estricta sujeción a los procedimientos 
objetivamente definidos en la misma (aspecto formal).  En el segundo supuesto [ artículo 7.3 de 
la Convención], se está en presencia de una condición según la cual nadie puede ser sometido a 
detención o encarcelamiento por causas y métodos que -aun calificados de legales- puedan 
reputarse como incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, 
entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles o faltos de proporcionalidad4.  

 
99. La Constitución Política del Ecuador, codificada en 1984, vigente al momento de la 
detención del señor Daniel Tibi, disponía en su artículo 19.17.h que: 
 

[n]adie será privado de su libertad sino en virtud de orden escrita de autoridad competente, en 
los casos, por el tiempo y con las formalidades prescritas por la ley salvo delito flagrante, en cuyo 
caso tampoco podrá mantenérsele sin fórmula de juicio por más de 24 horas;  en cualquiera de 
los casos, no podrá ser incomunicado por más de 24 horas. 

 
100. El Código de Procedimiento Penal del Ecuador de 1983, vigente en la época de los 
hechos, establecía en su artículo 170 que: 
 
 [a] fin de garantizar la inmediación del acusado con el proceso, el pago de la indemnización 

de daños y perjuicios al ofendido y las costas procesales, el Juez podrá ordenar medidas 
cautelares de carácter personal o de carácter real. 

 
101. El artículo 172 del mismo ordenamiento disponía que: 
 

[c]on el objeto de investigar la comisión de un delito, antes de iniciada la respectiva acción 
penal, el Juez competente podrá ordenar la detención de una persona, sea por conocimiento 
personal o por informes verbales o escritos de los agentes de la Policía Nacional o de la 
Policía Judicial o de cualquier otra persona, que establezcan la constancia del delito y las 
correspondientes presunciones de responsabilidad. 
 
Esta detención se ordenará mediante boleta que contendrá los siguientes requisitos: 
1. Los motivos de la detención; 
2. El lugar y la fecha en la que se la expide; y 
3. la firma del Juez competente. 
 
Para el cumplimiento de la orden de detención se entregará dicha boleta a un Agente de la 
Policía Nacional o de la Policía Judicial. 
 

102. Igualmente, el citado Código, disponía en su artículo 174 que: 
 

[e]n el caso de delito flagrante cualquier persona puede aprehender al autor y conducirlo  a 
presencia del Juez competente o de un Agente de la Policía Nacional o de la Policía Judicial. 

                                                 
3 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 82; Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, 
párr. 64; y Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 3, párr. 77.  

 
4 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 83; Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, 
párr. 65; y Caso Bulacio. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie C No. 100, párr. 125. 
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En ese último caso, el Agente inmediatamente pondrá al detenido a ordenes del Juez, junto 
con el parte respectivo. 
[…] 
 

103. De conformidad con los artículos 19.17.h de la Constitución Política y 172 y 174 del 
Código de Procedimiento Penal del Ecuador, vigentes al momento de los hechos, se requiere 
orden judicial para detener a una persona, salvo que haya sido aprehendida en delito 
flagrante.  En el presente caso, está probado que en la detención del señor Daniel Tibi no se 
cumplió el procedimiento establecido en las citadas normas.  Efectivamente, la presunta 
víctima no fue sorprendida in fraganti, sino que fue detenida cuando conducía su automóvil 
en la ciudad de Quito, sin que existiera orden de detención en su contra, que se expidió al 
día siguiente de dicha detención, es decir, el 28 de septiembre de 1995 (supra párr. 90.13).  
A la luz de lo anterior, la detención ilegal del señor Daniel Tibi configura una violación al 
artículo 7.2 de la Convención Americana. 
 
104. Se ha constatado que la detención del señor Tibi se sustentó en la declaración 
singular de un coacusado, lo cual está prohibido por el artículo 108 del Código de 
Procedimiento Penal, que establecía que “en ningún caso el juez admitirá como testigos a 
los coacusados […]”.  En dicha declaración, el señor Eduardo Edison García León afirmó que 
“un sujeto francés de nombre Daniel, […] llegó a proveerle hasta cincuenta gramos de 
[cocaína] por dos o tres ocasiones” (supra párr. 90.8).   
 
105. Quedó probado que el 4 de octubre de 1995 el Juez Primero de lo Penal del Guayas 
dictó auto cabeza del proceso y ordenó la prisión preventiva del señor Daniel Tibi, quien 
permaneció detenido casi 28 meses (supra párr. 90.18).  El Código de Procedimiento Penal 
establecía que “[e]l juez podrá dictar auto de prisión preventiva cuando lo creyere 
necesario, siempre que aparezcan los siguientes datos procesales: 1. Indicios que hagan 
presumir la existencia de un delito que merezca pena privativa de libertad; y 2. Indicios que 
hagan presumir que el sindicado es autor o cómplice del delito que es objeto del 
proceso[…]” (artículo 177). 
 
106. La Corte considera indispensable destacar que la prisión preventiva es la medida más 
severa que se le puede aplicar al imputado de un delito, motivo por el cual su aplicación 
debe tener un carácter excepcional, en virtud de que se encuentra limitada por los principios 
de legalidad, presunción de inocencia, necesidad y proporcionalidad, indispensables en una 
sociedad democrática.   
 
107. El Estado dispuso la prisión preventiva del señor Daniel Tibi, sin que existieran 
indicios suficientes para suponer que la presunta víctima fuera autor o cómplice de algún 
delito; tampoco probó la necesidad de dicha medida.  Por ello, este Tribunal considera que 
la prisión preventiva a la que estuvo sometido el señor Tibi fue arbitraria y constituyó 
violación del artículo 7.3 de la Convención. 
 
108. Los incisos 4, 5 y 6 del artículo 7 de la Convención Americana establecen 
obligaciones de carácter positivo que imponen exigencias específicas tanto a los agentes del 
Estado como a terceros que actúen con la tolerancia o anuencia de éste y sean responsables 
de la detención5. 
 
109. Esta Corte ha establecido que el artículo 7.4 de la Convención contempla un 
mecanismo para evitar conductas ilegales o arbitrarias desde el acto mismo de privación de 

                                                 
5 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri. supra nota 8, párr. 91; Caso Maritza Urrutia. supra nota 8, 
párr. 71; y Caso Juan Humberto Sánchez. supra nota 3, párr. 81. 
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libertad y garantiza la defensa del detenido.  Tanto éste como quienes ejercen 
representación o custodia legal de él tienen derecho a ser informados de los motivos y 
razones de la detención y acerca de los derechos que tiene el detenido6.  
 
110. Asimismo, el Principio décimo para la Protección de Todas las Personas Sometidas a 
Cualquier Forma de Detención o Prisión de Naciones Unidas, declara que 
 

[t]oda persona arrestada será informada en el momento de su arresto de la razón por la que se 
procede a él y notificada sin demora de la acusación formulada contra ella7. 

 
111. En el caso sub judice se ha demostrado que el señor Tibi, al momento de su 
detención, efectuada el 27 de septiembre de 1995, no fue informado de las verdaderas 
razones de aquélla, ni notificado de los cargos que se le imputaban y los derechos con que 
contaba, y tampoco se le mostró la orden de detención, que el Juez Primero de lo Penal del 
Guayas dictó un día después, 28 de septiembre de 1995.  La razón que se le dio fue que se 
trataba de un control migratorio (supra párr. 90.11). 
 
112. Por otra parte, el detenido, al momento de ser privado de su libertad y antes de que 
rinda su primera declaración ante la autoridad8, debe ser notificado de su derecho de 
establecer contacto con una tercera persona, por ejemplo, un familiar, un abogado o un 
funcionario consular, según corresponda, para informarle que se halla bajo custodia del 
Estado.  La notificación a un familiar o allegado tiene particular relevancia, a efectos de que 
éste conozca el paradero y las circunstancias en que se encuentra el inculpado y pueda 
proveerle la asistencia y protección debidas.  En el caso de la notificación a un abogado 
tiene especial importancia la posibilidad de que el detenido se reúna en privado con aquél9, 
lo cual es inherente a su derecho a beneficiarse de una verdadera defensa.  En el caso de la 
notificación consular, la Corte ha señalado que el cónsul “podrá asistir al detenido en 
diversos actos de defensa, como el otorgamiento o contratación de patrocinio letrado, la 
obtención de pruebas en el país de origen, la verificación de las condiciones en que se 
ejerce la asistencia legal y la observación de la situación que guarda el procesado mientras 
se halla en prisión”10.  Esto no ocurrió en el presente caso. 
 
113. Con base en lo anteriormente expuesto, esta Corte considera que el Estado violó el 
artículo 7.4 de la Convención, en perjuicio del señor Daniel Tibi. 
 
114. El artículo 7.5 de la Convención dispone que la detención de una persona sea 
sometida sin demora a revisión judicial, como medio de control idóneo para evitar las 
capturas arbitrarias e ilegales.  El control judicial inmediato es una medida tendiente a 

                                                 
6  Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 92; Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, 
párr. 72; y Caso Bulacio, supra nota 129, párr. 128. 
 
7 O.N.U., Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de 
Detención o Prisión, supra nota 126, Principio 10. 
 
8  Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 93; Caso Bulacio, supra nota 129, párr. 
130; y El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el marco de las Garantias del Debido Proceso 
Legal.  Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A No. 16, párr. 106. 
 
9 Cfr. Caso Bulacio, supra nota 129, párr. 130. 
 
10 Cfr. Caso Bulacio, supra nota 129, párr. 130; El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en 
el marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 133, párr. 86; y O.N.U., Conjunto de Principios 
para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención  o Prisión, supra nota 126, 
Principios 13 y 16.  

 



 9

evitar la arbitrariedad o ilegalidad de las detenciones, tomando en cuenta que en un Estado 
de derecho corresponde al juzgador garantizar los derechos del detenido, autorizar la 
adopción de medidas cautelares o de coerción, cuando sea estrictamente necesario, y 
procurar, en general, que se trate al inculpado de manera consecuente con la presunción de 
inocencia11. 
 
115. Tanto la Corte Interamericana como la Corte Europea de Derechos Humanos han 
destacado la importancia que reviste el pronto control judicial de las detenciones.  Quien es 
privado de libertad sin control judicial debe ser liberado o puesto inmediatamente a 
disposición de un juez12.  La Corte Europea de Derechos Humanos ha sostenido que si bien 
el vocablo “inmediatamente” debe ser interpretado conforme a las características especiales 
de cada caso, ninguna situación, por grave que sea, otorga a las autoridades la potestad de 
prolongar indebidamente el período de detención, porque esto quebrantaría el artículo 5.3 
de la Convención Europea13.   
 
116. El artículo 173 del Código de Procedimiento Penal del Ecuador establecía que: 
 

[l]a detención de que trata el artículo [172] no podrá exceder de cuarenta y ocho horas, y 
dentro de este término, de encontrarse que el detenido no ha intervenido en el delito que 
se investiga, inmediatamente se lo pondrá en libertad.  En caso contrario, se iniciará el 
respectivo proceso penal, y si procede, se dictará auto de prisión preventiva. 

 
117. En el presente caso, el señor Tibi fue presentado el 28 de septiembre de 1995 ante 
un Agente Fiscal.  En ese momento rindió su “declaración preprocesal”.  El Estado alegó que 
“el hecho de que el informe policial relativo a la investigación realizada por la Policía 
Nacional fuera remitido al juez competente el día 29 de septiembre de 1995, es decir, dos 
días después de la detención, demuestra que fue llevado ante las autoridades judiciales sin 
violar en forma alguna el término ‘sin demora’ utilizado por el artículo 7.5 de la 
Convención”.  Según la Comisión y los representantes el señor Tibi no compareció 
personalmente y sin demora ante un juez o autoridad competente. 
 
118. Este Tribunal estima necesario realizar algunas precisiones sobre este punto.  En 
primer lugar, los términos de la garantía establecida en el artículo 7.5 de la Convención son 
claros en cuanto a que la persona detenida debe ser llevada sin demora ante un juez o 
autoridad judicial competente, conforme a los principios de control judicial e inmediación 
procesal.  Esto es esencial para la protección del derecho a la libertad personal y para 
otorgar protección a otros derechos, como la vida y la integridad personal.  El hecho de que 
un juez tenga conocimiento de la causa o le sea remitido el informe policial correspondiente, 
como lo alegó el Estado, no satisface esa garantía, ya que el detenido debe comparecer 
personalmente ante el juez o autoridad competente.  En el caso en análisis, el señor Tibi 
manifestó que rindió declaración ante un “escribano público” el 21 de marzo de 1996, casi 

                                                 
11 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 96; Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, 
párr. 66; y Caso Bulacio, supra nota 129, párr. 129. 

 
12 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 95; Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, 
párr. 73; y Caso Bulacio, supra nota 129, párr. 129; y, en igual sentido, Eur. Court H.R., Brogan and Others, 
judgment of 29 November 1988, Series A no. 145-B, párrs. 58-59, 61-62; y Kurt vs Turkey, No. 24276/94, párrs. 
122, 123 y124, ECHR 1998-III. 

 
13  Cfr. Eur. Court H.R., Brogan and Others, supra nota 137, para. 58-59, 61-62; y cfr. Caso Maritza Urrutia, 
supra nota 8, párr. 73; Caso Juan Humberto Sánchez. supra nota 3, párr. 84; y Caso Bámaca Velásquez, supra 
nota 8, párr. 140.  
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seis meses después de su detención (supra párr. 90.22).  En el expediente no hay prueba 
alguna para llegar a una conclusión diferente. 
 
119. En segundo lugar, un “juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer 
funciones judiciales” debe satisfacer los requisitos establecidos en el primer párrafo del 
artículo 8 de la Convención14.  En las circunstancias del presente caso, la Corte entiende que 
el Agente Fiscal del Ministerio Público que recibió la declaración preprocesal del señor Tibi, 
de conformidad con el artículo 116 de la Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas, 
no estaba dotado de atribuciones para ser considerado “funcionario autorizado para ejercer 
funciones judiciales”, en el sentido del artículo 7.5 de la Convención, ya que que la propia 
Constitución Política del Ecuador, en ese entonces vigente, establecía en su artículo 98, 
cuáles eran los órganos que tenían facultades para ejercer funciones judiciales y no 
otorgaba esa competencia a los agentes fiscales.  Asimismo, el agente fiscal no poseía 
facultades suficientes para garantizar el derecho a la libertad y la integridad personales de 
la presunta víctima.  
 
120. Por otra parte, el artículo 7.5 de la Convención Americana establece que la persona 
detenida “tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en 
libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso”.  Toda vez que la detención del señor 
Daniel Tibi fue ilegal y arbitraria, el Tribunal no considera necesario entrar a considerar si el 
tiempo transcurrido entre su detención y su liberación sobrepasó los límites de lo razonable. 
 
121. Por ello, la Corte considera que el Estado no cumplió con su obligación de hacer 
comparecer al señor Daniel Tibi, sin demora, ante una autoridad judicial competente, como 
lo requiere el artículo 7.5 de la Convención. 
 
122. Es consecuencia, la Corte concluye que el Estado violó el artículo 7.1, 7.2, 7.3, 7.4 y 
7.5 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio 
del señor Daniel Tibi. 
 
 

IX 
VIOLACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 7.6 Y 25 

DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 
(DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL Y PROTECCIÓN JUDICIAL) 

 
Alegatos de la Comisión 
 
123. La Comisión alegó que: 
 

a) el recurso de hábeas corpus o amparo de libertad se formula para asegurar la 
revisión, sin demora, de la legalidad de una detención y protección de la vida e 
integridad física del detenido.  Se negó a la presunta víctima la protección judicial de 
la ley a que se refiere el artículo 25 de la Convención.  Los dos recursos de amparo 
de libertad presentados dentro del plazo estipulado por la ley por el señor Tibi 
“debieron haber dado lugar a su inmediata liberación”;  
 
b) el artículo 458 del Código de Procedimiento Penal del Ecuador dispone que el 
juez que conoce de este recurso deberá ordenar de inmediato la presencia del 
detenido en audiencia y establecer una determinación en 48 horas; y 

                                                 
14 Cfr. Caso Cantoral Benavides. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, párrs. 74 y 75. 
 



 11

 
c) los procedimientos en este caso fueron incongruentes con la ley y con el 
propósito del recurso.  La presunta víctima fue objeto de retardo judicial en la 
tramitación de sus peticiones de hábeas corpus, lo que demostró su ineficacia y la 
consecuente falta de provisión de amparo judicial. 

 
Alegatos de los representantes de la presunta víctima y sus familiares 
 
124. Los representantes de la presunta víctima y sus familiares alegaron que: 
 

a) el artículo 458 del Código de Procedimiento Penal vigente en la época de los 
hechos consagraba el recurso de amparo de libertad o hábeas corpus judicial que 
permitía contradecir la legalidad de la detención provisional y de la prisión 
preventiva ante un juez superior;  
 
b) el señor Tibi presentó dos recursos de amparo de libertad.  El primero fue 
promovido el 1 de julio de 1996 y en él se alegaba que no había prueba que 
vinculara al señor Tibi al delito que se le imputaba.  La Corte Superior de 
Guayaquil demoró 22 días para dictar su resolución.  El recurso de amparo se 
volvió ilusorio e inefectivo, porque se incurrió en un retardo injustificado en la 
decisión sobre el mismo.  El segundo recurso fue interpuesto el 2 de octubre de 
1997, en vista de que el señor Tibi ya había sido sobreseído provisionalmente y 
debía ser puesto inmediatamente en libertad, conforme al artículo 246 del Código 
de Procedimiento Penal.  Este recurso fue resuelto de manera negativa en 
desconocimiento de lo determinado por la Constitución y las leyes ecuatorianas; 
y 

 
c) la falta de eficacia de estos recursos constituyó una violación conjunta de los 
artículos 7.6 y 25.1 de la Convención. 

 
Alegatos del Estado 
 
125. El Estado manifestó que: 
 

a) el señor Tibi tuvo acceso ilimitado a todos y cada uno de los recursos que la 
legislación interna del Ecuador ofrece para cautelar el derecho a la libertad 
personal y otros derechos fundamentales.  El hábeas corpus, el amparo y los 
demás recursos no estuvieron vedados ni al detenido ni a la totalidad de la 
población y pudieron ser utilizados por los acusados durante los días de detención 
y, en general, durante todo su juicio; y 
 
b) de haber existido ilegalidad en la detención, la presunta víctima pudo acudir a 
las autoridades internas y entablar las acciones legales que creyese oportunas 
por las supuestas violaciones a su integridad  que afirma haber sufrido durante 
su detención; tales recursos fueron rechazados por razones estrictamente 
jurídicas, lo cual no constituye violación de la Convención.  

 
Consideraciones de la Corte  
 
126. El artículo 7.6 de la Convención Americana dispone que: 

 
[t]oda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a 
fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su 
libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que 
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toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un 
juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho 
recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra 
persona. 

 
127. El artículo 25 de la misma Convención establece que: 
 

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 
efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun 
cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones 
oficiales. 
 
2. Los Estados Partes se comprometen: 
  

a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del 
Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; 
  
b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial; y 
  
c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión 
en que se haya estimado procedente el recurso. 

 
128. La Corte ha considerado que “los procedimientos de hábeas corpus y de amparo son 
aquellas garantías judiciales indispensables para la protección de varios derechos cuya 
suspensión está vedada por el artículo 27.2 [de la Convención] y sirven, además, para 
preservar la legalidad en una sociedad democrática”15.  
 
129. Estas garantías, cuyo fin es evitar la arbitrariedad y la ilegalidad de las detenciones 
practicadas por el Estado, están además reforzadas por la condición de garante que 
corresponde a éste, con respecto a los derechos de los detenidos, en virtud de la cual, 
como ha señalado la Corte, el Estado “tiene tanto la responsabilidad de garantizar los 
derechos del individuo bajo su custodia como la de proveer la información y las pruebas 
relacionadas con lo que suceda al detenido”16. 
 
130. Este Tribunal ha establecido que la salvaguarda de la persona frente al ejercicio 
arbitrario del poder público es el objetivo primordial de la protección internacional de los 
derechos humanos17.  En este sentido, la inexistencia de recursos internos efectivos coloca a 
una persona en estado de indefensión.  El artículo 25.1 de la Convención establece, en 
términos amplios, la obligación a cargo de los Estados de ofrecer a todas las personas 
sometidas a su jurisdicción un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus 
derechos fundamentales18. 
 
                                                 
15  El Hábeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías. Serie A. Opinión Consultiva OC-8/87 del 30 de enero de 
1987, párr. 42; y cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 97; Caso Durand y Ugarte. 
Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr. 106; y Garantías Judiciales en Estados de Emergencia 
(arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre 
de 1987. Serie A No. 9. párr. 33.  

 
16 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 98; y Caso Bulacio, supra nota 129, 
párr. 138. 
 
17  Cfr. Caso “Cinco Pensionistas”, supra nota 25, párr. 126; y Caso del Tribunal Constitucional. Sentencia de 
31 de enero de 2001. Serie C No. 71, párr. 89. 
 
18 Cfr. Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, párr. 116; Caso Cantos. Sentencia de 28 de noviembre de 2002. 
Serie C No. 97, párr. 52; y Caso del Tribunal Constitucional, supra nota 142, párr. 89. 
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131. Bajo esta perspectiva, se ha señalado que para que el Estado cumpla con lo 
dispuesto en el citado artículo 25.1 de la Convención no basta con que los recursos existan 
formalmente, sino es preciso que sean efectivos19, es decir, se debe brindar a la persona la 
posibilidad real de interponer un recurso sencillo y rápido que permita alcanzar, en su caso, 
la protección judicial requerida.  Esta Corte ha manifestado reiteradamente que la 
existencia de estas garantías “constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la 
Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en 
el sentido de la Convención”20. 
 
132. La Constitución Política del Ecuador, codificada en 1984, vigente al momento de la 
detención del señor Daniel Tibi, y la Constitución Política, codificada en 1996, en los 
artículos 19.17.j y 28, respectivamente, contienen la siguiente disposición: 
 

[t]oda persona que creyere estar ilegalmente privada de su libertad podrá acogerse al Hábeas 
Corpus.  Este derecho lo ejercerá por sí o por interpuesta persona sin necesidad de mandato 
escrito ante el Alcalde o Presidente del Consejo bajo cuya jurisdicción se encuentre o ante quien 
haga sus veces.  La autoridad municipal ordenará inmediatamente que el recurrente sea 
conducido a su presencia y se exhiba la orden de privación de libertad. Su mandato será 
obedecido sin observación, ni excusa por los encargados del centro de rehabilitación social o 
lugar de detención.  
 
[…] 

 
133. El artículo 458 del Código de Procedimiento Penal establecía que: 
 

[c]ualquier encausado que con infracción de los preceptos constantes en [dicho] Código se 
encuentre detenido, podrá acudir en demanda de su libertad al Juez Superior de aquél que 
hubiese dispuesto la privación de ella. 
 
[...] 
 
La petición se formulará por escrito. 
 
[...] 
 
El Juez que deba conocer la solicitud ordenará inmediatamente después de recibida ésta la 
presentación del detenido y oirá su exposición, haciéndola constar en un acta  que será suscrita 
por el Juez, el Secretario y el quejoso, o por un testigo en lugar de éste último, si no supiere 
firmar.  Con tal exposición el Juez pedirá todos los datos que estime necesarios para formar su 
criterio y asegurar la legalidad de su fallo, y dentro de cuarenta y ocho horas resolverá lo que 
estimare legal. 
 
[...] 

 
134. Se ha demostrado que la presunta víctima interpuso un recurso de amparo judicial 
ante el Presidente de la Corte Superior de Guayaquil el 1 julio de 1996, alegando que no 

                                                 
19  Cfr. Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, párr. 117; Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 3, párr. 121; 
y Caso Cantos, supra nota 143, párr. 52. 
 
20  Cfr. Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, párr. 117; Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 3, párr. 121; 
Caso Cantos, supra nota 143, párr. 52; Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni.  Sentencia de 31 de 
agosto de 2001, párr. 111; Caso Bámaca Velásquez, supra nota 8, párr. 191; Caso Cantoral Benavides, supra nota 
139, párr. 163; Caso Durand y Ugarte, supra nota 140, párr 101; Caso de los “Niños de la Calle” (Caso Villagrán 
Morales y otros). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 234; Caso Cesti Hurtado. Sentencia 
de 29 de septiembre de 1999, párr. 121; Caso Castillo Petruzzi y otros. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C 
No. 52, párr. 184; Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros). Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C 
No. 37, párr. 164; Caso Blake, Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C No. 36, párr. 102; Caso Suárez Rosero. 
Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 65; y Caso Castillo Páez. Sentencia de 3 de 
noviembre de 1997. Serie C No. 34, párr. 82. 
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existía prueba alguna en su contra (supra párr. 90.28) y por ello no debía continuar 
detenido.  El 22 de julio de 1996 el Presidente de la Corte Superior de Guayaquil denegó 
dicho recurso de amparo judicial, con base en que en el proceso no se habían desvirtuado 
los méritos del cargo que sirvieron para fundamentar la prisión preventiva (supra párr. 
90.29).  Al respecto, este Tribunal advierte que el artículo 7.6 de la Convención exige que 
un recurso como el presente debe ser decidido por un juez o tribunal competente sin 
demora.  En este caso, este presupuesto no se cumplió porque el recurso fue resuelto 21 
días después de su interposición, plazo a todas luces excesivo. 
 
135. El 3 ó 5 de septiembre de 1997 el Juez Segundo de lo Penal del Guayas, Subrogante 
del Décimo Octavo de lo Penal del Guayas, dictó auto de sobreseimiento provisional del 
proceso y del sindicado, a favor del señor Daniel Tibi.  Dicha resolución que fue elevada en 
consulta obligatoria ante la Corte Superior de Justicia de Guayaquil, y quedó resuelta el 14 
de enero de 1998 (supra párr. 90.24).  El 2 de octubre de 1997 el señor Daniel Tibi 
interpuso un segundo recurso de amparo judicial ante el Presidente de la Corte Superior de 
Justicia de Guayaquil, cuando ya había vencido el plazo legal para resolver la consulta, 
solicitando su liberación conforme al auto de sobreseimiento provisional dictado a su favor 
(supra párr. 90.30).   
 
136. Este Tribunal solicitó a las partes, el 27 de julio de 2004, que remitieran como 
prueba para mejor resolver la decisión de la Corte Superior de Guayaquil que resolvería el 
recurso de amparo judicial interpuesto por el señor Tibi el 2 de octubre de 1997.  No se 
recibió la constancia requerida.  El Estado no demostró que este recurso se había resuelto 
sin demora, por lo que es razonable concluir que éste no fue efectivo, en términos del 
artículo 7.6 de la Convención. 
 
137. Por lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó los artículos 7.6 y 25 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor 
Daniel Tibi. 
 
138. En cuanto a la alegación hecha por la Comisión y por los representantes de las 
presunta víctima y sus familiares en el sentido de que se habría violado el artículo 2 de la 
Convención, este Tribunal considera que los hechos del caso no se encuadran dentro de los 
presupuestos de tal precepto. 
 
 

X 
VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 5 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

(DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL) 
 

Alegatos de la Comisión 
 
139. La Comisión alegó que: 
 

a) el concepto de “trato inhumano” incluye el de “trato degradante”; la tortura 
es una forma agravada de trato inhumano, perpetrada con un objetivo: obtener 
información o confesiones o infligir castigo;  
 
b) el Ecuador es parte de la Convención Interamericana contra la Tortura, que 
ratificó el 9 de noviembre de 1999.  Pese a que el Estado ratificó la Convención 
después de ocurridos los hechos del presente caso, la definición de la tortura en el 
tratado antes mencionado refleja en medida sustancial elementos jurídicos 
internacionales que rigen el crimen de tortura y podría, por tanto, “informar 
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adecuadamente” el sentido de la norma establecida en el artículo 5.2 de la 
Convención Americana;  
 
c) cualquier situación en la que un detenido sea interrogado sin la presencia de 
su abogado o una autoridad judicial, invita a abusos, y por ello la realización de 
interrogatorios bajo estas condiciones está prohibida por estándares nacionales e 
internacionales;  
 
d) las pruebas establecen que agentes del Estado infligieron grave sufrimiento al 
señor Tibi, causándole severos problemas físicos.  Después de las golpizas y las 
quemaduras de cigarrillos y metal rojo en el cuerpo del señor Tibi, el Estado no 
brindó a éste ningún tratamiento médico;  
 
e) según ha quedado establecido a través de los informes de los médicos 
franceses, basados en los exámenes realizados meses después de la detención, el 
señor Daniel Tibi sufrió sesiones de tortura en siete ocasiones, que han dejado 
evidencias físicas y producido secuelas que durarán toda la vida; 
 
f) el grave daño físico sufrido por el señor Daniel Tibi cuando estuvo detenido 
constituyó violación del artículo 5.1 de la Convención Americana y causó a aquél 
sufrimiento con intensidad suficiente a los fines del artículo 5.2 de la Convención;  
 
g) bajo los estándares internacionales que se aplican en materia de los abusos 
en custodia, el Estado tiene la carga de la prueba, y por ello debe explicar cómo fue 
que el señor Tibi sufrió una serie de heridas y daños físicos mientras estaba en 
custodia.  Aunque el Ecuador niega su responsabilidad, no ha ofrecido explicación 
sobre estas heridas.  El Estado no respondió con la debida diligencia a las torturas 
infligidas al señor Daniel Tibi y los responsables han quedado –hasta el momento- 
en la impunidad;  
 
h) el señor Daniel Tibi estuvo sujeto a las torturas descritas, además de lo que 
significó para él pasar dos años y tres meses en una cárcel que no reunía las 
condiciones mínimas para el trato digno a los reclusos; e 

 
i) la obligación de investigar las denuncias de tortura y de sancionar a los 
responsables es especialmente importante cuando una persona está privada de la 
libertad y, por cuanto, queda en situación vulnerable frente a sus custodios.  En 
consecuencia, cuando una persona denuncia haber sido lesionada por tratamientos 
indebidos bajo detención, el Estado está obligado a proporcionar una explicación 
completa y suficiente de la manera en que se produjeron las lesiones.  

 
Alegatos de los representantes de la presunta víctima y sus familiares 
 
140. Los representantes de la presunta víctima y sus familiares alegaron:  
 
Respecto al derecho a la integridad personal del señor Daniel Tibi que: 
 

a) al momento de evaluar la violación a la integridad personal del señor Tibi, 
debe tomarse en cuenta la desesperación de la presunta víctima por la pérdida total 
del control de su destino, la incertidumbre de no saber por qué, siendo inocente, 
debía permanecer encerrado y lejos de su familia, las insoportables condiciones de la 
“cuarentena”, el continuo estado de amenaza para él y su familia, el estrés en el que 
vivía, las agresiones sufridas a manos de agentes del Estado, la falta de atención 
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médica, la angustia de exponer a su esposa e hija recién nacida al ambiente insano 
de la cárcel, las peleas y amenazas de otros internos, la indiferencia de los guardias 
y directivos carcelarios, la continua extorsión, las celdas de castigo, el desasosiego al 
ver cómo lo que se construyó con tantos años de trabajo se desmoronaba cada día 
por los gastos de su defensa, entre otros males. Todos estos hechos han causado al 
señor Daniel Tibi profundos daños físicos y psicológicos, que hasta la fecha perduran, 
y por los cuales es responsable el Estado;  
 
b) la Convención Americana prohíbe la tortura y el maltrato físico (artículo 5).  
La prohibición de la tortura y los tratos, crueles, inhumanos y degradantes ha sido 
reconocida […] como una norma imperativa del derecho internacional general, [la 
cual] es vinculante para todos los Estados, sean o no partes en tratados que 
contienen dicha prohibición”;  
 
c) la prueba de las torturas sufridas por el señor Tibi no sólo surgen de sus 
propias declaraciones, sino también constan en diligencias médico legales llevadas a 
cabo por autoridades ecuatorianas y médicos franceses;  
 
d) si bien el señor Tibi fue revisado en dos ocasiones por médicos ecuatorianos 
que verificaron que sufría de heridas y traumatismos, nunca recibió tratamiento 
médico de las autoridades ecuatorianas ni se investigaron sus heridas;  
 
e) tampoco se investigaron las denuncias que realizó la presunta víctima de 
maltratos, abusos y amenazas de muerte.  La investigaciones de estos delitos se 
hacen de oficio;   
 
f) los maltratos infligidos por agentes del Estado contra el señor Tibi se analizan 
en dos vertientes: deliberada intención de causar dolor y daño, conciencia del peligro 
de producción del daño e inacción para evitarlo, así como indiferencia por parte del 
Estado;  
 
g) en los términos generales del artículo 5.2 de la Convención toda persona 
privada de la libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles 
con su dignidad personal y el Estado debe garantizarle el derecho a la vida e 
integridad.  El señor Tibi vio conculcado su derecho a la integridad personal por las 
condiciones carcelarias inhumanas, crueles y degradantes a las que fue sometido;  

 
h) el encierro durante las 24 horas del día en una celda sobrepoblada y sin 
condiciones sanitarias básicas, la falta de clasificación de los internos, la falta de 
alimento, vestuario y camas adecuadas, la ausencia de ventilación, la deficiente 
calidad del aire y la falta de personal médico, entre otros problemas, son 
circunstancias que pueden producir daño grave a quienes se ven expuestos a tales 
condiciones, como ocurrió en el caso del señor Daniel Tibi;  
 
i) la prohibición de la tortura y los malos tratos consagrada en la Convención 
Americana implica no sólo la obligación de impedir que funcionarios públicos inflijan 
tortura y malos tratos, sino también la obligación de tomar medidas para proteger a 
las personas bajo su jurisdicción contra actos de tortura y malos tratos cometidos 
por particulares;  
 
j) según el señor Tibi, los guardias deliberadamente lo encerraron con reclusos 
violentos que lo maltrataron y amenazaron de muerte;  
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k) los Estados están obligados a investigar y sancionar los casos de tortura, así 
como toda violación a los derechos humanos.  Esta obligación nace de varias 
normas.  La norma general está contenida en el artículo 1.1 de la Convención 
Americana y la obligación específica respecto de los casos de tortura se desprende 
de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura; y 
 
l) el artículo 22.1 de la Constitución ecuatoriana vigente en la época de los 
hechos prohibía la tortura.  Sin embargo, el Código Penal ecuatoriano presenta serios 
vacíos en la tipificación y sanción de la tortura y los malos tratos.  La legislación no 
se adapta a los estándares internacionales.  

 
Respecto al derecho a la integridad personal de los familiares del señor Daniel Tibi  
 

m) los familiares de las víctimas de violaciones de los derechos humanos pueden 
ser, a su vez, víctimas.  La tortura de una persona trae consecuencias adversas para 
sus familiares;  
 
n) las personas más cercanas al señor Daniel Tibi son la señora Beatrice Baruet, 
las hijas de Beatrice, Sarah y Jeanne Camila Vachon, la hija de ambos, Lisianne 
Judith Tibi, y el hijo del señor Tibi, Valerian Edouard Tibi. Estas personas deben ser 
consideradas víctimas en el presente caso, pues se ha vulnerado su derecho a la 
integridad psíquica y moral como consecuencia “directa de la detención ilegal y 
arbitraria del señor Tibi, de la incertidumbre de no saber de su paradero durante más 
de una semana, de la angustia generada al observar las marcas de violencia 
extremas que mostró [el señor Tibi] y las misérrimas condiciones carcelarias a que 
fue sujeto, de la separación familiar durante el tiempo de prisión, exacerbada aún 
más por la distancia física innecesaria entre el lugar de detención y el lugar de 
residencia de la familia, de la falta de investigación y sanción de los responsables de 
estos hechos, de la lentitud del procedimiento penal y las arbitrariedades dentro del 
mismo y de la certeza de saber que el señor Tibi era inocente y a pesar de todo ver 
como el aparato estatal buscaba a toda costa su culpabilidad”; 

 
ñ) la señora Beatrice Baruet tenía tres meses de embarazo cuando fue detenido 
el señor Daniel Tibi, desconoció su paradero por más de siete días, realizó 
aproximadamente 74 viajes a Guayaquil, tuvo que mantener a su familia y se 
encargó de los trámites de defensa de su esposo, sufrió estigmatización social por la 
detención del señor Tibi y, finalmente, su relación con éste terminó cuando fue 
liberado;  
 
o) Sarah, la hija mayor de la señora Beatrice Baruet, de 12 años de edad, 
regresó a Francia y permaneció cerca de dos años sin sus padres, tuvo problemas 
escolares y afectivos, le costó trabajo adaptarse en ese país;  
 
p) Jeanne Camila, la segunda hija de la señora Beatrice Baruet, de 6 años de 
edad, acompañaba a su madre a la penitenciaría.  Al ser testigo de una pelea 
carcelaria, la niña quedó traumatizada, sufrió pesadillas y ansiedad y no quiso 
regresar a la cárcel;  
 
q) Lisianne Judith nació cuando su padre estaba detenido.  No contó con la 
presencia de éste durante los dos primeros años de su vida.  En numerosas 
ocasiones fue llevada por su madre a la penitenciaría, donde estuvo sometida a un 
ambiente insalubre y peligroso para una recién nacida; y  
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r) Valerian Edouard, el hijo del señor Tibi, de 13 años de edad, no pudo visitar 
ni ver a su padre por dos años.  Desde que supo que estaba detenido perdió la 
confianza en su padre y hasta hoy no mantiene una relación estable con él.  

 
Alegatos del Estado 
 
141. Sobre el punto que ahora se examina, el Estado alegó que: 
 

a) se le pretende declarar responsable por las supuestas torturas a las que fue 
sometido el señor Tibi durante el período de detención, pero el único aporte 
probatorio que existe sobre esta denuncia son los informes elaborados por médicos 
franceses, el informe médico legal del Departamento de Investigaciones de la Policía 
y el testimonio de la propia presunta víctima;  

 
b) el señor Tibi fue atendido periódicamente por médicos especializados y jamás 
se constató la comisión de vejámenes, como lo indica también el informe de la Corte 
Suprema de Justicia al señalar que “ no existe constancia procesal” de las supuestas 
torturas;  
 
c) los informes de los médicos franceses fueron elaborados dos y seis años 
después de que habrían ocurrido las supuestas torturas, y por ello son poco fiables y 
acertados.  Es evidente que cualquier signo de maltrato habrá desaparecido para ese 
entonces, y, de no ser así, la determinación de las causas de los vejámenes sería 
muy difícil de obtener.  En ese sentido, “el Estado impugn[ó] los informes de los 
médicos franceses, doctores Christian Rat, Samuel Gérard Benayoun y Philippe 
Blanche, por cuanto carecen de confiabilidad, imparcialidad y oportunidad”;  

 
d) los informes médicos legales emitidos por especialistas ecuatorianos, 
concluyeron que existe una asimetría facial en el señor Tibi y que éste presentaba 
lesiones de tipo dermatológico en extremidades superiores.  El informe ecuatoriano 
no concluyó en ningún momento que existían señales de supuestas quemaduras en 
las piernas de la presunta víctima, causadas por cigarrillos y metales al rojo vivo, 
sino que las señales eran de índole dermatológica;  
 
e) no existen indicios o presunciones consistentes que lleven a concluir de 
manera sólida que han existido torturas u otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes en la persona del señor Daniel Tibi, por parte de algún miembro o 
funcionario con poder público, o peor aún, con apoyo o tolerancia de las autoridades 
gubernamentales, por lo que mal se podría responsabilizar al Estado por hechos que 
jamás se han comprobado de forma fehaciente; y  
 
f) de acuerdo con el testimonio de los médicos comparecientes durante la fase 
oral del presente proceso, el período que transcurrió entre las supuestas torturas y 
los exámenes efectuados impide dar un diagnóstico preciso sobre la etiología de las 
supuestas lesiones.  
 

Consideraciones de la Corte 
 
142. El artículo 5 de la Convención establece que: 

 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 
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2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 
Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser 
humano. 
 
3.  La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 
 
4.  Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circunstancias 
excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas no 
condenadas. 
 
5.  Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y llevados 
ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento. 
 
6.  Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la 
readaptación social de los condenados. 

 
143. Existe un régimen jurídico internacional de prohibición absoluta de todas las formas 
de tortura, tanto física como psicológica, régimen que pertenece hoy día al dominio del ius 
cogens21.  La prohibición de la tortura es completa e inderogable, aun en las circunstancias 
más difíciles, tales como guerra, amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo y 
cualesquiera otros delitos, estado de sitio o de emergencia, conmoción o conflicto interior, 
suspensión de garantías constitucionales, inestabilidad política interna u otras emergencias 
o calamidades públicas22.   
 
144. Esta Corte ha dicho que “al dar interpretación a un tratado no sólo se toman en 
cuenta los acuerdos e instrumentos formalmente relacionados con éste (inciso segundo del 
artículo 31 de la Convención de Viena), sino también el sistema dentro del cual se inscribe 
(inciso tercero del artículo 31)”.  Esta orientación tiene particular importancia para el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que ha avanzado sustancialmente 
mediante la interpretación evolutiva de los instrumentos internacionales de protección23.   
 
145. La Convención Interamericana contra la Tortura, que entró en vigor en el Estado el 9 
de diciembre de 1999, forma parte del corpus iuris interamericano que debe servir a esta 
Corte para fijar el contenido y alcance de la disposición general contenida en el artículo 5.2 
de la Convención Americana.  Conviene atender, en especial, al artículo 2 de la Convención 
Interamericana contra la Tortura, que define a ésta como: 
 

[…]todo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos 
físicos o mentales, con fines de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo 
personal, como medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin.  Se entenderá también como 
tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima 
o a disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica. 

 
El mismo precepto agrega que: 
 

No estarán comprendidos en el concepto de tortura las penas o sufrimientos físicos o mentales que 
sean únicamente consecuencia de medidas legales o inherentes a éstas, siempre que no incluyan la 
realización de los actos o la aplicación de los métodos a que se refiere el presente artículo. 

                                                 
21 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 112; y Caso Maritza Urrutia, supra nota 
8, párr. 92. 
 
22 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 111; Caso Maritza Urrutia. supra nota 8, 
párr. 89; y Caso Cantoral Benavides, supra nota 139, párr. 95. 
 
23 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 165; Caso de los “Niños de la Calle” 
(Villagrán Morales y otros), supra nota 145, párrs. 192 y 193; y El Derecho a la Información sobre la Asistencia 
Consular en el marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 133, párr. 113. 
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146. De conformidad con esta definición y en atención a las circunstancias de cada caso, 
pueden calificarse como torturas físicas y psíquicas aquellos actos que han sido “preparados 
y realizados deliberadamente contra la víctima para suprimir su resistencia psíquica y 
forzarla a autoinculparse o a confesar determinadas conductas delictivas o para someterla a 
modalidades de castigos adicionales a la privación de la libertad en sí misma”24.  
 
147. Este Tribunal ha establecido que una “persona ilegalmente detenida se encuentra en 
una situación agravada de vulnerabilidad, de la cual surge un riesgo cierto de que se le 
vulneren otros derechos, como el derecho a la integridad física y a ser tratada con 
dignidad”25.  Asimismo, se ha reconocido que las amenazas y el peligro real de someter a 
una persona a lesiones físicas produce, en determinadas circunstancias, una angustia moral 
de tal grado que puede ser considerada tortura psicológica26. 
 
148. En el presente caso está demostrado que durante los meses de marzo y abril de 
1996 cuando el señor Daniel Tibi permanecía detenido en la Penitenciaría del Litoral, fue 
objeto, por parte de los guardias de la cárcel, de sesiones de violencia física con el fin de 
obtener su autoinculpación (supra párr. 90.50).  Durante estas sesiones, la presunta víctima 
recibió golpes de puño en el cuerpo y en el rostro, quemaduras en las piernas con cigarrillos 
y descargas eléctricas en los testículos.  En una ocasión fue golpeado con un objeto 
contundente y en otra se le sumergió la cabeza en un tanque de agua.  El señor Tibi padeció 
al menos siete “sesiones” de este tipo (supra párr. 90.50).  
 
149. Los actos de violencia perpetrados de manera intencional por agentes del Estado 
contra el señor Daniel Tibi produjeron a éste grave sufrimiento físico y mental.  La ejecución 
reiterada de estos actos violentos tenía como fin disminuir sus capacidades físicas y 
mentales y anular su personalidad para que se declarara culpable de un delito.  En el caso 
sub judice se ha demostrado, además, que la presunta víctima recibió amenazas y sufrió 
hostigamientos durante el período de su detención, que le produjeron pánico y temor por su 
vida.  Todo ello constituye una forma de tortura, en los términos del artículo 5.2 de la 
Convención Americana.  
 
150. De conformidad con ese precepto toda persona privada de libertad tiene derecho a 
vivir en situación de detención compatible con su dignidad personal27.  En otras 
oportunidades, este Tribunal ha señalado que mantener a una persona detenida en 
condiciones de hacinamiento, con falta de ventilación y luz natural, sin cama para su reposo 
ni condiciones adecuadas de higiene, en aislamiento e incomunicación o con restricciones 
indebidas al régimen de visitas constituye una violación a su integridad personal28.  Como 
responsable de los establecimientos de detención, el Estado debe garantizar a los reclusos 
la existencia de condiciones que dejen a salvo sus derechos29.   

                                                 
24  Cfr. Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, párr. 104; y Caso Cantoral Benavides, supra nota 139, párr. 104.  
 
25 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 108; Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, 
párr. 87; y Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 3, párr. 96. 
26  Cfr. Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, párr. 92; y Caso Cantoral Benavides, supra nota 139, párr. 102.  
 
27 Cfr. Caso Bulacio, supra nota 129, párr. 126; y Caso Cantoral Benavides, supra nota 139, párr. 87. 
 
28  Cfr. Caso Cantoral Benavides, supra nota 139, párrs. 85 al 89; y Caso Loayza Tamayo. Sentencia de 17 de 
septiembre de 1997. Serie C No. 33, párr. 58. 
 
29 Cfr. Caso Bulacio, supra nota 129, párr. 126. 
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151. El señor Daniel Tibi fue recluido bajo severas condiciones de hacinamiento e 
insalubridad por 45 días, en un pabellón de la Penitenciaría del Litoral conocido como “la 
cuarentena”.  Allí debía permanecer durante todo el día, sin ventilación ni luz suficiente, y 
no se le proporcionaba alimento.  Posteriormente, estuvo varias semanas en el corredor del 
pabellón de dicha penitenciaría, durmiendo en el suelo, hasta que finalmente pudo ubicarse, 
por la fuerza, en una celda (supra párr. 90.46, y 90.47).  Alguna vez fue recluido en el 
pabellón de indisciplinados, donde otros reclusos lo atacaron (supra párr. 90.48).  En el 
centro penitenciario no había clasificación de reclusos (supra párr. 90.49).   
 
152. La descripción de las condiciones en las que vivió el señor Daniel Tibi durante su 
detención evidencian que éstas no satisficieron los requisitos materiales mínimos de un 
tratamiento digno, conforme a su condición de ser humano, en el sentido del artículo 5 de la 
Convención. 
 
153. Asimismo, está probado que durante su permanencia en la cárcel, el señor Daniel 
Tibi fue examinado dos veces por médicos proporcionados por el Estado, quienes verificaron 
que sufría heridas y traumatismos, pero nunca recibió tratamiento médico ni se investigó la 
causa de dichos padecimientos (supra párr. 90.51). 
 
154. Sobre este particular es preciso remitirse al Principio vigésimo cuarto para la 
Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión que 
determina que: “[s]e ofrecerá a toda persona detenida o presa un examen médico 
apropiado con la menor dilación posible después de su ingreso en el lugar de detención o 
prisión y, posteriormente, esas personas recibirán atención y tratamiento médico cada vez 
que sea necesario. Esa atención y ese tratamiento serán gratuitos”30. 
 
155. La Corte Europea ha sostenido que 

 
según [el artículo 3 de la Convención], el Estado debe asegurar que una persona esté detenida en 
condiciones que sean compatibles con el respeto a su dignidad humana, que la manera y el método 
de ejercer la medida no le someta a angustia o dificultad que exceda el nivel inevitable de 
sufrimiento intrínseco a la detención, y que, dadas las exigencias prácticas del encarcelamiento, su 
salud y bienestar estén asegurados adecuadamente, brindándole, entre otras cosas, la asistencia 
médica requerida31. 

 
156. A su vez, la Corte Interamericana entiende que, conforme al artículo 5 de la 
Convención Americana, el Estado tiene el deber de proporcionar a los detenidos revisión 
médica regular y atención y tratamiento adecuados cuando así se requiera.  A su vez, el 
Estado debe permitir y facilitar que los detenidos sean atendidos por un facultativo elegido 
por ellos mismos o por quienes ejercen su representación o custodia legal32. 
 
157. Este Tribunal observa que, a pesar de su grave situación física y psicológica, el señor 
Tibi nunca fue sometido a un tratamiento o atención médica adecuados y oportunos en el 
centro penitenciario, lo que ha tenido consecuencias desfavorables para su estado de salud 
actual. La deficiente atención médica recibida por la presunta víctima es violatoria del 
artículo 5 de la Convención Americana. 
 

                                                 
30 O.N.U., Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de 
Detención  o Prisión, supra nota 126, Principio 20. 
 
31  Cfr. Kudla v. Poland, No. 30210/96, párr. 93-94, ECHR 2000-XI. 
 
32  Cfr. Caso Bulacio, supra nota 129, párr. 131. 
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158. Por otra parte, los representantes de la presunta víctima y sus familiares alegaron 
que el Estado había violado en perjuicio del señor Tibi el artículo 5.4 de la Convención 
Americana, que establece que, “salvo en circunstancias excepcionales”, los procesados 
deben estar separados de los sentenciados, y ser sometidos a un tratamiento adecuado a su 
condición.  En el presente caso, está demostrado (supra párr. 90.49) que no había un 
sistema de clasificación de los detenidos en el centro penitenciario en donde estuvo recluido 
el señor Tibi y que por esta razón se vio en la necesidad de convivir con sentenciados y 
quedó expuesto a mayor violencia.  La Corte considera que la falta de separación de 
reclusos descrita es violatoria del artículo 5.4 de la Convención Americana. 
 
159. La Corte entiende que, a la luz de la obligación general de los Estados partes de 
respetar y garantizar los derechos a toda persona sujeta a su jurisdicción, contenida en el 
artículo 1.1 de la Convención Americana, el Estado tiene el deber de iniciar de oficio e 
inmediatamente una investigación efectiva que permita identificar, juzgar y sancionar a los 
responsables, cuando existe denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un 
acto de tortura en violación del artículo 5 de la Convención Americana.  En el presente caso, 
la Corte observa que el Estado no actuó con arreglo a esas previsiones.  El señor Daniel Tibi 
presentó serias lesiones cuando estuvo detenido en la Penitenciaría del Litoral, lo que debió 
ser motivo suficiente para que las autoridades competentes iniciaran, de oficio, una 
investigación sobre lo ocurrido a éste.  Esta actuación está normada, además, de manera 
específica en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura que 
obligan a los Estados partes a tomar todas las medidas efectivas para prevenir y sancionar 
todos los actos de tortura dentro del ámbito de su jurisdicción33.  Desde que entró en vigor 
en el Ecuador la referida Convención Interamericana contra la Tortura (9 de diciembre de 
1999), es exigible al Estado el cumplimiento de las obligaciones contenidas en dicho 
tratado.  Está probado que, en el lapso transcurrido desde esa fecha, el Estado no ha 
investigado, juzgado ni sancionado a los responsables de las torturas a las que fue sometida 
la presunta víctima.  Por ello, para la Corte esta conducta constituye una violación de los 
artículos 5 de la Convención Americana, en relación con el 1.1 de la misma, así como 
inobservancia de las obligaciones contenidas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención 
Interamericana contra la Tortura.  
 
160. Esta Corte observa que la señora Beatrice Baruet, sus hijas Sarah y Jeanne Camila 
Vachon, Lisianne Judith Tibi, hija de ella y el señor Tibi y Valerian Edouard Tibi, hijo del 
señor Tibi, vieron afectada su integridad personal como consecuencia de la detención ilegal 
y arbitraria, la falta del debido proceso y la tortura a que fue sometida la presunta víctima.  
Las afectaciones de éstos consistieron, entre otros, en la angustia que les produjo no 
conocer el paradero de la presunta víctima inmediatamente después de su detención; y en 
los sentimientos de impotencia e inseguridad por la negligencia de las autoridades estatales 
para hacer cesar la detención ilegal y arbitraria del señor Tibi; y el temor que sentían por la 
vida de la presunta víctima.  
 
161. En el caso sub judice está demostrado que numerosas circunstancias afectaron a los 
miembros del núcleo familiar del señor Daniel Tibi, tales como: los constantes viajes 
realizados por la señora Baruet, en algunos casos con sus hijas, a más de seiscientos 
kilómetros de distancia desde la ciudad de Quito, donde tenían su residencia; el regreso de 
la menor Sarah Vachon a Francia, país en el que permaneció durante más de dos años lejos 
de su familia; las visitas a la Penitenciaría del Litoral de la menor Jeanne Camila Vachon, 
quien después de presenciar un motín en la cárcel se negó a visitar a su padrastro 
nuevamente; la ausencia de una figura paternal sufrida por la menor Lisianne Judith Tibi 

                                                 
33 Cfr. Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, párr. 95. 
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durante sus dos primeros años de vida; y la falta de contacto del señor Tibi con su hijo 
Valerian Edouard Tibi.  Algunas de estas circunstancias perduraron, incluso después de la 
liberación del señor Tibi y su regreso a Francia, por lo que esta Corte considera que la 
detención ilegal y arbitraria del señor Tibi contribuyó a la ruptura del núcleo familiar y a la 
frustración de los planes personales y familiares.  
 
162. En consecuencia de lo expuesto, la Corte declara que el Estado violó el artículo 5.1, 
5.2, 5.4 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, e 
inobservó las obligaciones previstas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención 
Interamericana contra la Tortura, en perjuicio del señor Daniel Tibi; y violó el artículo 5.1 de 
la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de 
Beatrice Baruet, Sarah y Jeanne Camila Vachon, Lisianne Judith Tibi y Valerian Edouard Tibi. 
 
163. En cuanto a la alegación hecha por la Comisión y por los representantes de las 
presunta víctima y sus familiares en el sentido de que se habría violado el artículo 2 de la 
Convención, este Tribunal considera que los hechos del caso no se encuadran dentro de los 
presupuestos de tal precepto. 

 
 

XI 
VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 8 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

(GARANTÍAS JUDICIALES) 
 

Alegatos de la Comisión 
 
164. En cuanto a la supuesta violación del artículo 8 de la Convención, la Comisión alegó 
que: 

 
a) el derecho a ser oído dentro de un plazo razonable, conforme el artículo 8.1 
de la Convención, pretende evitar que los acusados permanezcan en esa situación 
por períodos prolongados y asegurar que se planteen sin demora los cargos.  El plazo 
razonable debe calcularse a partir del primer acto del proceso penal, como es el 
arresto del acusado, y hasta que se dicta una sentencia definitiva; 

 
b) “[e]l Estado no ha brindado explicación alguna de la prolongada detención, ni 
los hechos revelan alguna pista que justificara la presunción de las autoridades de 
que el acusado era culpable y no inocente cuando la legislación ecuatoriana y la 
Convención Americana exigen la presunción de inocencia”; 

 
c) el principio de presunción de inocencia deriva de la obligación estatal de no 
restringir la libertad del detenido mas allá de los límites estrictamente necesarios, 
para asegurar que no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones y que no 
eludirá la acción de la justicia. Además, una privación preventiva es una medida 
cautelar no punitiva; 
 
d) el señor Daniel Tibi no recibió una comunicación previa y detallada de los 
cargos en su contra, “ya que tuvo noticias de los cargos de manera oficiosa en dos 
oportunidades”, lo que violó el artículo 8.2.b de la Convención, en relación con el 
artículo 1.1 del mismo instrumento; 

 
e) el señor Daniel Tibi no tuvo acceso a un abogado desde el momento de su 
detención. Al respecto, declaró que “en el primer mes de su detención no tuvo 
acceso a un abogado, pero sí a partir de entonces”, y que su primer abogado no fue 
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el señor Colón Delgado, como lo alega el Estado, sino el señor Nelson Martínez, con 
quien se “reunió en noviembre de 1995”; 
 
f) la Constitución Política del Ecuador exige que ninguna persona sea 
interrogada, ni siquiera con fines de investigación, por la policía o algún otro agente, 
sin la asistencia de un abogado defensor, elegido por la persona o designado por el 
Estado, en caso de no estar la persona en condiciones de elegir su propio abogado.  
En la declaración que formuló la presunta víctima ante el Fiscal el 28 de septiembre 
de 1995, no aparece firma de alguna persona a la que se identifique como su 
abogado; 
 
g) el Estado es responsable de la violación del derecho del señor Tibi, 
consagrado en el artículo 8.2.d y 8.2.e de la Convención Americana, a ser asistido 
por un abogado de su elección o un abogado del Estado, si no está en condiciones 
económicas de contratar uno; y 
 
h) el objetivo de las torturas infligidas al señor Tibi, según se desprende de su 
testimonio, era obligarlo a declararse culpable de tráfico de drogas, con abierta 
violación del artículo 8.2.g y 8.3 de la Convención. 

 
Alegatos de los representantes de la presunta víctima y sus representantes 

 
165. Los representantes de la presunta víctima y sus familiares señalaron que coinciden 
con la Comisión en lo que atañe a la responsabilidad estatal por la violación del artículo 8 de 
la Convención por el Estado.  No obstante, realizaron algunas observaciones adicionales, a 
saber:  
 

a) el Estado desconoció el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable 
dispuesto en el artículo 8.1 de la Convención;  

 
b) las Cortes ecuatorianas dictaron el sobreseimiento provisional del proceso y 
provisional del sindicado en la causa del señor Tibi, lo cual, de conformidad con el 
artículo 249 del Código de Procedimiento Penal, implica que “se suspende la 
sustanciación del mismo durante cinco años”, en el caso del proceso, y en el caso del 
sobreseimiento provisional del sindicado lo “suspende por tres años”.  La suspensión 
de este procedimiento continúa afectando la situación de la presunta víctima porque 
existe la posibilidad de reabrirlo.  El proceso se extendió hasta el 14 de enero de 
2001, fecha en que debió dictarse de oficio el sobreseimiento definitivo.  Esto es a 
todas dudas irrazonable; 
 
c) la conducta de las autoridades judiciales fue negligente, ya que incumplieron 
los plazos legales para la tramitación de un juicio penal;  
 
d) la excesiva duración de la prisión  preventiva del señor Tibi implica violación a 
la presunción de inocencia.  Las autoridades ecuatorianas mantuvieron encarcelada a 
una persona inocente sobre la única base de la declaración preprocesal de un 
coacusado, expresamente prohibida por la propia legislación interna y 
presumiblemente obtenida bajo tortura; 
 
e) al momento de detener al señor Daniel Tibi, los agentes del Estado tenían el 
deber de explicarle inmediatamente los fundamentos jurídicos y objetivos de su 
detención;  
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f) el señor Daniel Tibi no tuvo acceso a un abogado defensor durante el primer 
mes de su detención, a pesar de que la Constitución Política del Ecuador le reconocía 
ese derecho.  El señor Tibi rindió su declaración preprocesal ante el Fiscal el 28 de 
septiembre de 1995, sin la presencia de un abogado defensor; 
 
g) el 4 de octubre de 1995 el Juez Angel Rubio Game dictó auto cabeza de 
proceso y nombró defensor de oficio del señor Tibi y de otros sindicados al abogado 
José Alejandro Chica.  No obstante, el señor Chica nunca se entrevistó con el señor 
Tibi ni presentó escrito o recurso a su favor;  
 
h) se debió notificar al señor Daniel Tibi, en calidad de ciudadano francés, sobre 
su derecho a comunicarse con los agentes diplomáticos de Francia.  El Estado omitió 
la notificación al Estado de Francia sobre la detención, procesamiento y 
enjuiciamiento del señor Tibi, lo cual muestra desconocimiento de los compromisos 
que el Estado ecuatoriano adquirió con la ratificación de la Convención de Viena 
sobre Relaciones Consulares; e  
 
i) el señor Daniel Tibi fue torturado con el objetivo de que se declarara culpable. 
Se le infligió torturas al menos en siete ocasiones.  Esta coacción física y psicológica 
no solamente representa violación al derecho a la integridad personal, sino también 
a las garantías judiciales básicas.  
 

Alegatos del Estado 
 
166. El Estado alegó que: 
 

a) en relación con la complejidad del asunto, “es innegable que procesar 
alrededor de [33] sospechosos resulta complejo por el sin número de diligencias a 
realizar, el volumen del expediente y la complejidad en si de los delitos imputados 
[,…] las investigaciones efectuadas, las declaraciones rendidas, los recursos 
planteados, las pruebas practicadas, […] fueron por demás complejas y complicadas, 
lo cual produjo que el proceso en contra de Daniel Tibi se extienda por este lapso”.  
En cuanto a la actividad procesal del interesado, “ha sido por demás evidente que el 
peticionario nunca cooperó con las investigaciones que los agentes del Estado se 
encontraban realizando, a pesar de ello nunca fue incomunicado, ni tampoco prestó 
las facilidades necesarias para que la investigación transcurra rápidamente”.  Por 
último, en relación con la conducta de las autoridades judiciales, “no existe duda que 
las autoridades judiciales han actuado ágilmente aún a despecho de la complejidad y 
las características del asunto materia de la investigación y las posibilidades propias 
del Estado; 
 
b) la garantía reconocida en el artículo 8.2 de la Convención “obliga a los 
Estados a recopilar material incriminatorio en contra del acusado de un cargo 
criminal, con el propósito de establecer su culpabilidad”.  Esta obligación fue asumida 
con total responsabilidad por el Estado ecuatoriano, tanto en la fase de investigación, 
como en la de juzgamiento”;  
 
c) la detención que sufrieron los condenados “no puede violar la presunción de 
inocencia, puesto que no fue excesiva”;  
 
d) para los fines del derecho que se analiza, basta afirmar que “consta en autos 
que los familiares de la [presunta] víctima […] contaron con asistencia legal; y  
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e) “[n]o consta en los hechos del caso que se haya obligado al peticionario a 
declararse culpable, salvo un infundado testimonio efectuado por el propio Daniel 
Tibi, por lo que al no aparecer ‘en autos prueba de los hechos […] la Corte [deberá 
considerar] que […] no fue demostrada la violación de los artículos 8.2 y 8.3 de la 
Convención Americana’”. 

 
Consideraciones de la Corte 

 
a) Respecto al principio de plazo razonable del proceso penal seguido contra el señor 
Tibi 
 
167. El artículo 8.1 de la Convención Americana dispone que:  

 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o 
para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier 
otro carácter. 
 

168. La razonabilidad del plazo al que se refiere ese precepto se debe apreciar en relación 
con la duración total del proceso, desde el primer acto procesal hasta que se dicte sentencia 
definitiva.  La Corte se pronunció en el sentido de que, en materia penal, el plazo comienza 
en la fecha de la aprehensión del individuo34.  Cuando no es aplicable esta medida, pero se 
halla en marcha un proceso penal, dicho plazo debiera contarse a partir del momento en 
que la autoridad judicial toma conocimiento del caso.  
 
169. La aprehensión del señor Daniel Tibi ocurrió el 27 de septiembre de 1995.  Por lo 
tanto, se debe apreciar el plazo a partir de ese momento.  Asimismo, este Tribunal ha 
establecido que para determinar la razonabilidad del plazo se debe tomar en cuenta que el 
proceso concluye cuando se dicta sentencia definitiva y firme en el asunto, con lo cual se 
agota la jurisdicción, y que, particularmente en materia penal, dicho plazo debe comprender 
todo el procedimiento, incluyendo los recursos de instancia que pudieran eventualmente 
presentarse35.  
 
170. El artículo 242 del Código de Procedimiento Penal del Ecuador establecía que: 
 

[s]i el Juez considera que no se ha comprobado suficientemente la existencia del delito, o 
habiéndose probado su existencia no se hubiera identificado a los culpables, o no hubiese prueba 
suficiente de la participación del indiciado, dictará auto de sobreseimiento provisional del proceso 
y del sindicado, declarando que, por el momento, no puede proseguirse la sustanciación de la 
causa. 

 
171. El artículo 249 del citado Código señalaba que: 

 
[e]l sobreseimiento provisional del proceso suspende las sustanciación del mismo durante cinco 
años; y el sobreseimiento provisional del sindicado lo suspende por tres años.  Estos plazos se 
contarán desde la fecha de expedición del respectivo auto de sobreseimiento. 
 
Dentro de estos plazos se podrán presentar nuevas pruebas relacionadas con el delito, con las 
responsabilidad o con la inocencia del encausado. 

 
172. El artículo 252 del referido Código indicaba que: 
                                                 
34  Cfr. Caso Suárez Rosero, supra nota 145, párr. 70; y en igual sentido, Hennig v. Austria, No. 41444/98, 
párr. 32, ECHR 2003-I; y Reinhardt and Slimane-Kaid v. France, 23043/93, párr. 93, ECHR 1998-II.  
 
35 Cfr. Caso Suárez Rosero, supra nota 145, párr. 71.  
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[s]i se hubieran cumplido los plazos a los que se refiere el artículo 249 y no se hubiere reabierto 
el sumario, el juez dictará auto definitivo del proceso y del sindicado, a petición de parte o de 
oficio, observando lo prescrito en el artículo 245 de este Código.   

 
173. La Corte Interamericana observa que el 3 ó 5 de septiembre de 1997 el Juez 
Segundo de lo Penal del Guayas, Subrogante del Décimo Octavo de lo Penal del Guayas, de 
conformidad con el artículo 242 del Código de Procedimiento Penal, dictó “auto de 
sobreseimiento provisional del proceso y del sindicado” a favor del señor Daniel Tibi, quien 
fue liberado el 21 de enero de 1998.   
 
174. La Corte no tiene conocimiento de que se haya dictado auto de sobreseimiento 
definitivo del proceso y del sindicado, en los términos del artículo 252 del Código de 
Procedimiento Penal.  Al respecto, el 27 de julio de 2004 este Tribunal solicitó a las partes 
que, como prueba para mejor resolver, remitieran copias de nuevas resoluciones dictadas 
en el proceso penal seguido en contra del señor Daniel Tibi a partir del 14 de enero de 
1998, si las hubiere. No se recibió la información requerida. 
 
175. Para examinar la razonabilidad de este proceso según los términos del artículo 8.1 de 
la Convención, la Corte toma en cuenta tres elementos: a) complejidad del asunto, b) 
actividad procesal del interesado y c) conducta de las autoridades judiciales36.  
 
176. Al respecto, la Corte considera que el alegato del Estado en el sentido de que las 
autoridades judiciales habían “actuado ágilmente aún a despecho de la complejidad y las 
características del asunto materia de la investigación y las posibilidades propias del Estado”, 
no es suficiente para justificar el retardo en el proceso al cual estaba sometido el señor 
Daniel Tibi.  Los casi nueve años transcurridos desde la aprehensión del señor Daniel Tibi 
pugnan con el principio de razonabilidad del plazo para resolver un proceso, sobre todo 
teniendo en cuenta que, según la ley ecuatoriana, aun cuando se dicte un sobreseimiento 
provisional la causa permanece abierta por cinco años, período durante el cual puede 
reabrirse la investigación si se aportan nuevas pruebas.  Asimismo, no consta en autos que 
el señor Tibi haya mantenido una conducta incompatible con su carácter de sindicado ni 
entorpecido la tramitación del proceso. 
 
177. Por lo tanto, la Corte concluye que el Estado ha violado, en perjuicio del señor Daniel 
Tibi, el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, que establece el artículo 8.1 de 
la Convención Americana. 
 
b) Respecto al derecho a la presunción de inocencia 

 
 
178. El artículo 8.2 de la Convención dispone que: 
 

[t]oda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se 
establezca legalmente su culpabilidad. 
 

179. Asimismo, el Principio trigésimo sexto para la Protección de Todas las Personas 
Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, establece que: 
 

                                                 
36 Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 3, párrs. 129 al 132; Caso Hilaire, Constantine y Benjamin 
y otros. Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 143; y Caso Suárez Rosero, supra nota 145, párr. 
72. 
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1. Se presumirá la inocencia de toda persona sospechosa o acusada de un delito y se la 
tratará como tal mientras no haya sido probada su culpabilidad conforme al derecho en un juicio 
público en el que haya gozado de todas las garantías necesarias para su defensa37. 
 
[…] 

 
180. Esta Corte ha señalado que el principio de presunción de inocencia constituye un 
fundamento de las garantías judiciales.  De lo dispuesto en el artículo 8.2 de la Convención 
deriva la obligación estatal de no restringir la libertad del detenido más allá de los límites 
estrictamente necesarios para asegurar que aquél no impedirá el desarrollo eficiente de las 
investigaciones ni eludirá la acción de la justicia.  En este sentido, la prisión preventiva es 
una medida cautelar, no punitiva.  Este concepto figura en múltiples instrumentos del 
derecho internacional de los derechos humanos.  El Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos dispone que la prisión preventiva de los procesados no debe constituir la regla 
general (artículo 9.3).  Se incurriría en una violación a la Convención al privar de libertad, 
por un plazo desproporcionado, a personas cuya responsabilidad criminal no ha sido 
establecida.  Equivaldría a anticipar la pena, lo cual contraviene los principios generales del 
derecho universalmente reconocidos38. 
 
181. Se ha probado que el señor Tibi permaneció detenido desde el 27 de septiembre de 
1995 hasta el 21 de enero de 1998 (supra párr. 90.11, 90.25 y 90.27).  Esta privación de 
libertad fue ilegal y arbitraria (supra párrs. 103 y 107).  No había elementos probatorios 
que permitieran inferir razonablemente que el señor Tibi estaba involucrado en el Operativo 
“Camarón”.  Pese a que el artículo 108 del Código de Procedimiento Penal prohibía la 
admisión como testigos a los coacusados, la acción del Estado se fundó en una sola 
declaración inculpatoria, que quedó desvirtuada posteriormente (supra párr. 90.8, 90.11 y 
90.21).  Esto demuestra que se trató de inculpar al señor Tibi sin indicios suficientes para 
ello, presumiendo que era culpable e infringiendo el principio de presunción inocencia.  
 
182. Considerados en su conjunto, los datos correspondientes al procesamiento penal del 
inculpado no solo no acreditan que se le hubiera tratado como corresponde a un presunto 
inocente; sino muestran que en todo momento se actuó, con respecto a él, como si fuere un 
presunto culpable, o bien, una persona cuya responsabilidad penal hubiere quedado clara y 
suficientemente acreditada. 
 
183. Por todo lo expuesto, la Corte declara que el Estado violó el artículo 8.2 de la 
Convención Americana, en perjuicio del señor Daniel Tibi. 
 
c) Respecto al derecho a la comunicación previa al inculpado de la acusación formulada 
 
184. El artículo 8.2.b de la Convención Americana establece que 
 

[d]urante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías 
mínimas: 
 

b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
 

                                                 
37 O.N.U., Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de 
Detención  o Prisión, supra nota 126, Principio 36. 
 
38 Cfr. Caso Suárez Rosero, supra nota 145, párr. 77. 
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185. Se ha establecido que el señor Daniel Tibi no tuvo conocimiento oportuno y completo 
de los cargos que se le imputaban en el auto cabeza del proceso (supra párr. 90.18) y en 
los que se había sustentado, de hecho, su detención arbitraria. 
 
186. En este sentido, en la Observación General No. 13 relativa a la “Igualdad ante los 
tribunales y derecho de toda persona a ser oída públicamente por un tribunal competente 
establecido por la ley (art. 14)”, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
señaló que: 
 

el derecho a ser informado “sin demora” de la acusación exige que la información se proporcione 
de la manera descrita tan pronto como una autoridad competente formule la acusación.  En 
opinión del Comité, este derecho debe surgir cuando, en el curso de una investigación, un 
tribunal o una autoridad del ministerio público decida adoptar medidas procesales contra una 
persona sospechosa de haber cometido un delito o la designe públicamente como tal.  Las 
exigencias concretas del apartado a) del párrafo 3 pueden satisfacerse formulando la acusación 
ya sea verbalmente o por escrito, siempre que en la información se indique tanto la ley como los 
supuestos hechos en que se basa. 

 
187. El artículo 8.2.b de la Convención Americana ordena a las autoridades judiciales 
competentes notificar al inculpado la acusación formulada en su contra, sus razones y los 
delitos o faltas por los cuales se le pretende atribuir responsabilidad, en forma previa a la 
realización del proceso.  Para que este derecho opere en plenitud y satisfaga los fines que le 
son inherentes, es necesario que esa notificación ocurra antes de que el inculpado rinda su 
primera declaración.  Sin esta garantía, se vería conculcado el derecho de aquél a preparar 
debidamente su defensa.  
 
188. En el caso sub judice quedó demostrado que no se notificó a la presunta víctima del 
auto cabeza del proceso ni los cargos que había en su contra.   
 
189. En consecuencia, este Tribunal declara que el Estado violó el artículo 8.2.b de la 
Convención Americana en perjuicio del señor Tibi. 
 
d) Respecto al derecho de defensa 
 
190. Los artículos 8.2.d y 8.2.e de la Convención establecen que: 
 

[d]urante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías 
mínimas: 

 
[…] 
 
d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un 

defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su 
defensor; 

 
e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el 

Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se 
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por 
la ley; 

[…] 
 
191. A su vez, el Principio décimo séptimo para la Protección de Todas las Personas 
Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, afirma que: 
 

1. Las personas detenidas tendrán derecho a asistencia de un abogado.  La autoridad 
competente les informará de ese derecho prontamente después de su arresto y les facilitará 
medios adecuados para ejercerlo.  
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2. La persona detenida que no disponga de asistencia de un abogado de su elección tendrá 
derecho a que un juez u otra autoridad le designe un abogado en todos los casos en que el 
interés de la justicia así lo requiera y sin costo para él si careciere de medios suficientes para 
pagarlo39. 

 
192. La Constitución Política del Ecuador establecía que “toda persona enjuiciada por una 
infracción penal tendrá derecho a contar con un defensor” (artículo 19.17.e). 
 
193. Pese a la norma constitucional citada, el señor Daniel Tibi no tuvo acceso a un 
abogado durante su primer mes de detención.  Un día después de ésta, el 28 de septiembre 
de 1995, la presunta víctima rindió su declaración preprocesal ante el fiscal, sin contar con 
la asistencia de un abogado defensor.   
 
194. Como se demostró, en el auto cabeza del proceso que declaró abierta la etapa de 
sumario, dictado el 4 de octubre de 1995, el Juez designó un abogado de oficio para el 
señor Daniel Tibi y los otros sindicados.  Ese abogado no visitó a la presunta víctima ni 
intervino en su defensa.  Si bien el señor Tibi logró comunicarse posteriormente con un 
abogado particular, no pudo contratar sus servicios por falta de recursos económicos.  Esta 
situación hizo que durante el primer mes de detención no contara con asistencia de un 
abogado (supra párr. 90.19), lo que le impidió disponer de una defensa adecuada.  
 
195. A su vez, la Corte observa que el señor Tibi, como detenido extranjero, no fue 
notificado de su derecho de comunicarse con un funcionario consular de su país con el fin de 
procurar la asistencia reconocida en el artículo 36.1.b de la Convención de Viena sobre 
Relaciones Consulares (supra párr. 90.17).  En este sentido, la Corte señaló que el derecho 
individual del nacional de solicitar asistencia consular a su país “debe ser reconocido y 
considerado en el marco de las garantías mínimas para brindar a los extranjeros la 
oportunidad de preparar adecuadamente su defensa y contar con un juicio justo”40.  La 
inobservancia de este derecho afectó el derecho a la defensa, el cual forma parte de las 
garantías del debido proceso legal. 
 
196. De lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó los artículos 8.2.d y 8.2.e de la 
Convención Americana, en perjuicio del señor Daniel Tibi. 
 
e) Respecto al derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo  
 
197. El artículo 8.2.g de la Convención dispone que: 

 
[d]urante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: 

 
[…] 
 
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y 
 
[…] 

 
198. Está demostrado que el señor Daniel Tibi fue víctima de torturas por parte de 
agentes estatales, que afectaron su derecho a la integridad personal, así como sus garantías 
                                                 
39 O.N.U., Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de 
Detención o Prisión, supra nota 126, Principio 17. 
 
40 Cfr. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el marco de las Garantias del Debido 
Proceso Legal, supra nota 133, párr. 122. 
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judiciales básicas.  Se le sometió a dichos actos con el propósito de doblegar su resistencia 
psíquica y obligarlo a autoinculparse por determinadas conductas delictivas, como ya se ha 
mencionado (supra párr. 90.50). 
 
199. En razón de lo anterior, la Corte concluye que el Estado violó el artículo 8.2.g de la 
Convención Americana, en perjuicio del señor Daniel Tibi. 
 
200. Por todo lo expuesto, este Tribunal considera que el Estado violó el artículo 8.1, 8.2, 
8.2.b, 8.2.d, 8.2.e y 8.2.g de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la 
misma, en perjuicio del señor Daniel Tibi. 

 
 

XII 
ARTÍCULO 17 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 
       (PROTECCIÓN A LA FAMILIA) 

 
Alegatos de los representantes de la presunta víctima y sus representantes 
 
201. En cuanto a la supuesta violación del derecho a la protección de la familia, 
consagrado en el artículo 17 de la Convención Americana, los representantes de la presunta 
víctima y sus familiares alegaron que: 
 

a) el señor Daniel Tibi fue detenido en la ciudad de Quito y posteriormente 
trasladado a la ciudad de Guayaquil, una ciudad a seiscientos kilómetros de distancia 
de la residencia de su familia, en donde permaneció recluido veintiocho meses, para 
lo cual se remitieron al Principio veinte para la Protección de Todas las Personas 
Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión de Naciones Unidas;  

 
b) el señor Tibi solicitó su traslado el 24 de febrero de 1997, no sólo porque se 
hallaba lejos de su familia, sino porque estaba siendo amenazado de muerte por 
otros internos.  No obstante, nunca se concedió el traslado.  Además, no existió 
motivo razonable que justificara que el señor Tibi fuese llevado de la ciudad de Quito 
a la de Guayaquil, considerando que el traslado fue hecho sobre la base de un 
supuesto control migratorio;  

 
c) la detención ilegal, arbitraria y prolongada del señor Tibi, los altos costos que 
representó su defensa, sumados a los gastos de viaje de Quito a Guayaquil, la 
incapacidad del señor Tibi de desplegar actividades mientras estuvo en la cárcel, la 
consecuente pérdida de su trabajo y la confiscación ilegal de sus bienes, que hasta 
ahora perdura, afectó directamente a la familia del señor Tibi y la dejó desprotegida 
en momentos muy difíciles, dado el estado de gravidez de su esposa, el subsiguiente 
nacimiento de su hija, cuando aquél aún estaba preso, y la corta edad de las otras 
niñas;  

 
d) el estrés y el sufrimiento por las violaciones a los derechos humanos del señor 
Tibi también tuvieron como consecuencia la disolución de su relación con la señora 
Beatrice Baruet y la separación de sus hijas; esto además de afectar al señor Tibi 
como individuo, lesionó a la unidad familiar; y  
 
e) el Estado no adoptó las medidas necesarias para proteger a la familia del 
señor Tibi, sino causó la separación y disolución de la misma, con violación del 
artículo 17.1 de la Convención Americana.  
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Alegatos de la Comisión 
 
202. La Comisión no formuló alegato en relación con el artículo 17 de la Convención 
Americana.   
 
Alegatos del Estado 
 
203. El Estado no hizo alegato acerca del artículo 17 de la Convención Americana.   
 
Consideraciones de la Corte 
 
204. El artículo 17.1 de la Convención Americana dispone: 
 

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la 
sociedad y el Estado. 

 
[…] 

 
205. Este Tribunal considera que los hechos alegados en el presente caso ya han sido 
examinados en relación con las condiciones y período de detención del señor Tibi y con las 
consecuencias que ello trajo para su entorno familiar (supra párr. 161).  
 
 

XIII 
VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 21 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

(DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA) 
 
Alegatos de la Comisión 
 
206. En cuanto a la supuesta violación del derecho del señor Daniel Tibi a la propiedad 
privada, consagrado en el artículo 21 de la Convención, la Comisión alegó que: 
 

a) al momento de la detención del señor Daniel Tibi, su automóvil y todos los 
valores y pertenencias que portaba, estimados en FRF 1.000.000,00 (un millón de 
francos franceses), fueron incautados por la policía y aún no le han sido devueltos;  
 
b) ha quedado establecido que las pertenencias de la presunta víctima, que 
constan en una lista, fueron incautadas al momento de su arresto.  Luego del 
sobreseimiento, la Corte Superior de Justicia de Guayaquil dispuso la devolución de 
esas pertenencias, y ello no ha ocurrido; 
 
c) el Estado no ha contestado estos hechos.  Simplemente señaló que el señor 
Tibi no había presentado la reclamación adecuada para la restitución de sus 
pertenencias, pero no especificó cuál es el procedimiento a seguir; y   

 
d) en el presente caso se aplica el artículo 110 de la Ley de Sustancias 
Estupefacientes y Psicotrópicas, dado que existe una orden judicial que desestima los 
cargos en contra del señor Tibi.  No hay que seguir procedimiento alguno para la 
restitución de los bienes, dado que es obligación del CONSEP o de la institución que 
está en posesión de los bienes devolverlos tras la liberación.  
 

Alegatos de los representantes de la presunta víctima y sus representantes 
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207. A este respecto, los representantes alegaron que: 
 
a) la Comisión dio por probado que al momento de la detención del señor Tibi 
fueron incautados su automóvil y todos los valores y pertenencias que tenía con él, 
que hasta la fecha no le han sido devueltos;  
 
b) las tarjetas de crédito del señor Tibi de “bancos ecuatorianos y franceses 
fueron usadas mientras estuvo detenido y cuando regresó a Francia descubrió que su 
cuenta de banco había sido vaciada, incluido un sobregiro de 6.000[,00 (seis mil] 
dólares [de los Estados Unidos de América)]”; 
 
c) cuando el señor Tibi llegó a Francia fue a la Embajada del Ecuador en París, 
en compañía de su abogado, con el objeto de reclamar sus bienes.  Le manifestaron 
que no podía regresar al Ecuador, porque había sido declarado persona no grata;  
 
d) de conformidad con el artículo 110 de la Ley de Sustancias Estupefacientes y 
Psicotrópicas, los bienes del señor Tibi deberían haberle sido devueltos. Si bien el 
señor Tibi no fue absuelto, porque su caso no llegó a la etapa del plenario del 
procedimiento penal ecuatoriano, fue sobreseído provisionalmente.  Las pruebas en 
su contra eran tan escasas que el Juez se abstuvo de llevarlo a juicio; y  
 
e) la Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas no contiene ninguna 
disposición que obligue a las personas absueltas o en cuyo favor se haya dictado 
sobreseimiento, a seguir un procedimiento administrativo, judicial o de otra índole 
para la devolución de sus bienes.  Corresponde al Estado recuperar los bienes del 
afectado que estén en manos de cualquier persona pública o privada, y devolverlos 
cuanto antes, como lo dispone el citado artículo 110.  

 
Alegatos del Estado 
 
208. Sobre este punto, el Estado alegó que: 
 

a) una vez obtenido el sobreseimiento por parte de los tribunales competentes, 
confirmado por la Sexta Sala de la Corte Superior de Guayaquil en enero de 1998, el 
Juez Décimo Octavo de lo Penal del Guayas ordenó la devolución de los bienes del 
peticionario;  
 
b) cuando el juzgador solicitó al señor Tibi que demostrara la preexistencia y 
propiedad de los bienes incautados, éste, a través de su abogado defensor, se limitó 
a sostener que en autos consta la propiedad de tales bienes;  
 
c) ni la preexistencia de las supuestas joyas ni su propiedad se han demostrado 
conforme a derecho. En cuanto al automóvil marca Volvo, que conducía el señor Tibi, 
los agentes policiales encontraron que la matrícula del automotor, de placas PGN 
244, estaba a nombre del señor Edgar Herrera Santacruz; y  
 
d) al no haberse demostrado jurídicamente la propiedad del señor Tibi sobre los 
bienes incautados, no procedía la devolución de éstos.  
 

Consideraciones de la Corte 
 
209. El artículo 21 de la Convención Americana establece: 
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 1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede 
subordinar tal uso y goce al interés social. 
 
 2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de 
indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las 
formas establecidas por la ley. 
 
[…] 

 
210. La Constitución Política de la República del Ecuador, codificada en 1996 señala en su 
artículo 63 que:  
 

La propiedad, en cualesquiera de sus formas, constituye un derecho que el Estado reconoce y 
garantiza para la organización de su economía, mientras cumpla su función social […] 

 
211. La Ley sobre Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas del Ecuador, en el artículo 
105 establece que 
 

[q]uienes procedieren a la aprehensión […] identificarán en su totalidad los bienes muebles e 
inmuebles, sustancias, dineros, valores, instrumentos monetarios, documentos bancarios, 
financieros o comerciales; y al presunto o presuntos propietarios, en actas separadas, que 
remitirán al juez de lo penal dentro de las veinte y cuatro horas siguientes. El juez al dictar el 
auto de cabeza de proceso ordenará el depósito de todo lo aprehendido en el CONSEP [Consejo 
Nacional de Control de Sustancias Estupefacientes Psicotrópicas] […] 
 

212. Asimismo, el artículo 110 de dicha ley dispone que: 
 

[s]i fuere absuelto el sindicado propietario de los bienes incautados, estos le serán restituidos por 
CONSEP cuando lo disponga el juez, una vez canceladas las medidas cautelares. 
Las Instituciones a las que se hubiere entregado los bienes los devolverán en el estado en que se 
encontraban al momento de la recepción, salvo el normal deterioro por el uso legítimo. Si hubiera 
daños, deberán repararlos o cubrir la indemnización que fije el juez, salvo caso fortuito o fuerza 
mayor. 
[…] 
Procederá la acción de indemnización por daños y perjuicios a que hubiere lugar. 

 
213. Se ha probado que fueron incautadas las pertenencias que el señor Daniel Tibi tenía 
en su poder al momento de su detención.  La lista levantada al efecto por la policía contiene 
85 conceptos en los que se abarca un número mayor de objetos (supra párr. 90.40).  El 
Estado no ha controvertido este hecho, sino señaló que cuando el juzgador solicitó al señor 
Tibi la demostración de “la preexistencia y propiedad” de los bienes incautados, lo único que 
éste hizo fue sostener que en autos constaba la propiedad de tales bienes. Según el Estado, 
esto no es suficiente para demostrar dicha propiedad conforme a derecho.  
 
214. La resolución de 23 ó 29 de septiembre de 1998 (supra párr. 90.41), emitida por el 
Juez Segundo de lo Penal del Guayas, Subrogante del Juzgado Décimo Octavo de lo Penal 
del Guayas con sede en Durán, dispuso la devolución de los bienes del señor Tibi, la cual 
debía ser previamente confirmada por la Sexta Sala de la Corte Superior de Justicia de 
Guayaquil, razón por lo cual se elevó en consulta dicha providencia.  La Corte no tiene 
conocimiento sobre la resolución que hubiese dictado, en su caso, la Corte Superior de 
Justicia.  
 
215. La legislación ecuatoriana dispone que los bienes incautados a un detenido le serán 
restituidos, cuando así lo disponga el juez.   En el presente caso existe una decisión judicial 
que ordenó la devolución de los bienes al señor Tibi (supra párr. 90.41), que no ha sido 
ejecutada a pesar de haber transcurrido casi seis años desde que fue emitida. 
 
216. El artículo 734 del Código Civil ecuatoriano establece que la 
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[p]osesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño; sea que el 
dueño o el que se da por tal tenga la cosa por si mismo, o bien por otra persona en su lugar y a 
su nombre.  
 
El poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifica serlo. 

 
217. En el presente caso, el señor Tibi se hallaba en una posesión no controvertida de los 
bienes al momento de su detención.  Dicha posesión fue documentada por un agente estatal 
cuando levantó la correspondiente acta (supra párr. 90.40). 
 
218. Es generalizada la admisión de que la posesión establece por si sola una presunción 
de propiedad a favor del poseedor y, tratándose de bienes muebles, vale por título.  Esta 
Corte considera que el artículo 21 de la Convención protege el derecho a la propiedad en un 
sentido que comprende, entre otras cosas, la posesión de los bienes. 
 
219. Por lo que toca al automóvil que conducía el señor Tibi cuando fue detenido, si bien 
se trata de un bien mueble registrable, este registro es necesario para el solo efecto de la 
oponibilidad ante el reclamo de un tercero que pretende tener algún derecho sobre el bien. 
En el presente caso no consta que persona alguna haya reclamado la propiedad del 
automóvil que se encontraba en poder del señor Tibi, por lo cual no debería presumirse que 
no le pertenecía dicho bien.  En consecuencia, era procedente respetar la posesión que 
ejercía. 
 
220. En suma, los bienes incautados al señor Tibi, al momento de la detención, se 
encontraban bajo su uso y goce.  Al no serle devueltos, se le privó de su derecho a la 
propiedad.  El señor Tibi no estaba obligado a demostrar la preexistencia ni la propiedad de 
los bienes incautados para que estos le fueran devueltos.  
 
221. Es por ello que la Corte concluye que el Estado violó el artículo 21 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Daniel Tibi.  
 
 

XIV 
    REPARACIONES 

       APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 63.1 
 
Obligación de reparar 
 
222. De acuerdo con lo expuesto en los capítulos anteriores, el Estado es responsable por 
la violación de los artículos 5, 7, 8, 21 y 25 de la Convención Americana, todos en relación 
con el artículo 1.1 de dicha Convención, así como por la inobservancia de las obligaciones 
establecidas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura, en 
perjuicio del señor Daniel Tibi.  Asimismo, fue declarada la violación del artículo 5.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la 
señora Beatrice Baruet, sus hijas Sarah Vachon y Jeanne Camila Vachon, la hija de la 
señora Baruet y del señor Tibi, Lisianne Judith Tibi, y el hijo del señor Tibi, Valerian Edouard 
Tibi.  El artículo 63.1 de la Convención Americana previene que 
 

[c]uando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en [la] Convención, la 
Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados.  
Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o 
situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa 
indemnización a la parte lesionada. 
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223. Ese precepto acoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios 
fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre la responsabilidad de los 
Estados.  Al producirse un hecho ilícito imputable a un Estado, surge de inmediato la 
responsabilidad internacional de éste por la violación de la norma internacional de que se 
trata, con el consecuente deber de reparar y hacer cesar las consecuencias de la violación41. 
 
224. La reparación del daño requiere, siempre que sea posible, la plena restitución 
(restitutio in integrum), que consiste en el restablecimiento de la situación anterior.  De no 
ser esto posible, como en el presente caso, el tribunal internacional debe determinar las 
medidas que garanticen los derechos conculcados, eviten nuevas violaciones y reparen las 
consecuencias que las infracciones produjeron, así como establecer la indemnización que 
compense por los daños ocasionados42.  El Estado obligado no puede invocar disposiciones 
de derecho interno para modificar o incumplir la obligación de reparar.  Ésta queda sujeta 
en todos los aspectos (alcance, naturaleza, modalidades y determinación de los 
beneficiarios) al Derecho Internacional43. 
 
225. A través de las reparaciones, se procura que cesen los efectos de las violaciones 
perpetradas.  Su naturaleza y su monto dependen de las características de las violaciones 
cometidas, del bien jurídico afectado y el daño material e inmaterial ocasionados.  No deben 
implicar enriquecimiento o empobrecimiento para la víctima o sus sucesores44.  
 
226. De conformidad con los elementos probatorios recogidos durante el proceso y a la 
luz de los criterios anteriores, la Corte analizará las pretensiones de las partes en materia 
de reparaciones y dispondrá las medidas que considere pertinentes.  
 

A) BENEFICIARIOS 
 

Alegatos de la Comisión  
 
227. La Comisión considera que el beneficiario de las reparaciones debe ser el señor 
Daniel Tibi. 
 
Alegatos de los representantes de la víctima y sus familiares  
 
228. Los representantes de la víctima y sus familiares señalaron que: 

a) el señor Daniel Tibi debe ser el beneficiario de las reparaciones derivadas de 
la violación, por parte del Ecuador, de los artículos 1.1, 2, 5, 7, 8, 17, 21 y 25 de la 
Convención Americana y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana 
contra la Tortura; y  
 

                                                 
41 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 188; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 220; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 40. 

 
42 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr 189; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 221; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 42. 
 
43  Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 189; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 221; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 42.  

 
44  Cfr. Caso 19 Comerciantes, supra nota 9, párr. 223; Caso Cantos, supra nota 143, párr. 68; y Caso del 
Caracazo. Reparaciones, supra nota 24, párr. 78.  
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b) la señora Beatrice Baruet, sus hijas Sarah Vachon y Jeanne Camila Vachon, la 
hija de la señora Baruet y del señor Tibi, Lisianne Judith Tibi, y el hijo del señor Tibi, 
Valerian Edouard Tibi, deben ser beneficiarios de reparaciones derivados de la 
violación de los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana.  
 

Alegatos del Estado 
 

229. El Estado no se refirió a los titulares de la reparación en el presente caso. 
 
Consideraciones de la Corte 
 
230. En los términos del artículo 63.1 de la Convención Americana, la Corte considera 
como parte lesionada al señor Daniel Tibi, en su carácter de víctima de las violaciones de los 
artículos 5, 7, 8, 21 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la 
misma y de la inobservancia de las obligaciones previstas en los artículos 1, 6 y 8 de la 
Convención Interamericana contra la Tortura; y a la señora Beatrice Baruet, sus hijas Sarah 
Vachon y Jeanne Camila Vachon, la hija de la señora Baruet y del señor Tibi, Lisianne Judith 
Tibi, y el hijo del señor Tibi, Valerian Edouard Tibi, en su carácter de víctimas de la violación 
del artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 
 

B) DAÑO MATERIAL 
 
Alegatos de la Comisión  
 
231. La Comisión señaló que: 
 

a) en este caso, no es posible aplicar la norma de la restitución in integrum, 
debido a la naturaleza de los daños sufridos.  El pago de una justa indemnización 
debe ser fijado en “términos suficientemente amplios” para reparar el daño en la 
medida de lo posible; y  

 
b) el daño a la reputación del señor Tibi y la incapacidad de desplegar 
actividades mientras estuvo en la cárcel dio lugar a que perdiera su trabajo; se vio 
incapacitado para solventar los gastos de su creciente familia, pues no podía generar 
ingreso alguno; y no le fueron devueltos los considerables bienes que tenía en su 
poder cuando fue detenido. 

 
Alegatos de los representantes de la víctima y sus familiares  
 
232. Los representantes de la víctima y sus familiares señalaron:  
 

a) en lo que se refiere a la reparación por el lucro cesante, que: 
 

i. el señor Tibi fue despojado de los bienes que comercializaba, se 
interrumpió su actividad comercial y cesaron las ganancias para él y su 
familia.  La indemnización se debe fijar a partir del 27 de septiembre de 
1995;  
 
ii. dada la gravedad de las lesiones del señor Daniel Tibi, este no puede 
desplegar actividad productiva, por lo que el lucro cesante se mantiene en el 
tiempo.  El señor Tibi ganaba aproximadamente US$2.500,00 dólares (dos mil 
quinientos dólares de los Estados Unidos de América) mensuales.  
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Multiplicados por los veintiocho meses que estuvo recluido, se llega a la suma 
de US$70.000,00 dólares (setenta mil dólares de los Estados Unidos de 
América; y  
 
iii. el Estado debe reconocer un salario mensual a partir de la liberación 
del señor Tibi, es decir, desde enero de 1998, por su incapacidad para 
trabajar.  

 
b) en cuanto a la indemnización por daño emergente, la Corte debe considerar 
los gastos:  

 
i. correspondientes al traslado de los familiares, en particular, de la 
señora Beatrice Baruet, para visitar al señor Daniel Tibi en el Cuartel Modelo 
de Guayaquil y en la Penitenciaría del Litoral.  El señor Daniel Tibi indicó que 
su esposa realizó 74 viajes desde Quito a Guayaquil, y que en varias ocasiones 
la acompañaba una de sus hijas.  En cada caso, la señora Baruet permanecía 
alrededor de tres días en la prisión.  El costo aproximado de cada viaje 
(incluida la estadía) era de US$100,00 (cien dólares de los Estados Unidos de 
América), lo que hace un total de US$7.400,00 (siete mil cuatrocientos dólares 
de los Estados Unidos de América); 
 
ii. relacionados con el traslado de la niña Sarah Vachon a Francia en 
octubre de 1995, debido a la seria situación económica y familiar en que se 
encontraba la familia.  El costo aproximado del boleto de avión fue de 
US$1.500,00 (mil quinientos dólares de los Estados Unidos de América); 
 
iii. de supervivencia del señor Daniel Tibi en la cárcel, que incluía 
alimentación, vestuario, implementos de aseo y llamadas telefónicas desde la 
cárcel y hacia ésta, lo que significa US$3.000,00 (tres mil dólares de los 
Estados Unidos de América) aproximadamente; 

 
iii. correspondientes a las 150 sesiones de psicoterapia del señor Tibi, 
cada una por trescientos francos, que equivalen a US$47,61 (cuarenta y siete 
dólares de los Estados Unidos de América con sesenta y un centavos), lo que 
suma US$7.141,00 (siete mil ciento cuarenta y un dólares de los Estados 
Unidos de América);  

 
iv. relacionados con la alimentación especial que requirió la víctima, el 
tratamiento para sus problemas auditivos, visuales y respiratorios, y demás 
tratamientos físicos, respecto de los cuales se solicitó a la Corte que fije en 
equidad la cantidad correspondiente;  

 
v. correspondientes a la reparación de la dentadura y la compra de 
prótesis dental (8 implantes en el maxilar superior, 8 implantes en la 
mandíbula y 28 dientes de cerámica) del señor Tibi, que se estiman en 
US$45.397,00 (cuarenta y cinco mil trescientos noventa y siete dólares de los 
Estados Unidos de América); 

 
vi. relativos a los bienes y valores que fueron incautados por la policía al 
señor Tibi al momento de su detención (en la lista que levantó la policía se 
enumeran 84 pertenencias), que suman US$135.000,00 (ciento treinta y 
cinco mil dólares de los Estados Unidos de América), conforme al avalúo 
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comercial de las piedras preciosas y demás objetos incautados.  Dentro del 
avalúo se incluyó el vehículo marca Volvo de la víctima; 

 
vii. correspondientes a las tarjetas de débito y crédito que fueron 
incautadas e ilegalmente usadas mientras el señor Tibi estaba detenido.  Su 
cuenta en un banco de Francia fue “vaciada”, perdió US$6.000,00 (seis mil 
dólares de los Estados Unidos de América) de la cuenta de ahorros y se cargó 
a su tarjeta de crédito un gasto de US$4.857,00 (cuatro mil ochocientos 
cincuenta y siete dólares de los Estados Unidos de América); y  
 
vii. referentes al daño patrimonial familiar para solventar la defensa del 
señor Tibi, ya que éste y la señora Beatrice Baruet tuvieron que realizar 
enormes esfuerzos e invertir gran cantidad de dinero que solicitaron, incluso, 
a familiares y amigos de la pareja.  Desaparecieron las comodidades que la 
familia tenía antes de la detención; tan extrema fue la situación que la señora 
Baruet enviaba al señor Daniel Tibi todo el dinero que le quedaba después de 
pagar los gastos de renta del inmueble en el que vivía.  Cuando la familia 
regresó a Francia había perdido todo.  Tuvieron que vender sus propiedades.  
El regreso a Francia les implicó dificultades para obtener empleo y percibir 
suficientes ingresos para su manutención.  El señor Daniel Tibi no puede 
desplegar actividades laborales normales y la señora Beatrice Baruet estuvo 
desempleada durante varios meses.  En Francia pudieron subsistir gracias a la 
generosidad de los padres de la señora Baruet.  Se solicita a la Corte que fije 
en equidad una reparación al daño patrimonial familiar y la entregue al señor 
Tibi y a la señora Baruet.  

 
Alegatos del Estado 
 
233. Ecuador sostuvo que no hubo violación de los derechos del señor Tibi y, por lo tanto, 
no procede entrar a la etapa de reparaciones.  No obstante, si se demuestra la 
responsabilidad del Estado, consideró que la Corte deberá: 

 
a) estimar cuál era el salario aproximado de la víctima, como lo ha hecho en 
otras oportunidades.  Es ambiguo señalar que aquél oscilaba entre US$5.000,00 
(cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) y US$10.000,00 mensuales 
(diez dólares de los Estados Unidos de América), por un lado, e indicar, por otro, que 
era de US$2.000,00 mensuales (dos mil dólares de los Estados Unidos de América); 
 
b) estimar la afectación sufrida por el señor Tibi y sus familiares  con motivo de 
los hechos violatorios para determinar la indemnización monetaria; y 
 
c) exigir los títulos de propiedad de los bienes incautados al señor Tibi al 
momento de su detención, para determinar exactamente cuáles le pertenecen, en el 
caso de que se ordene reparar el derecho a la propiedad. 

 
Consideraciones de la Corte 
 
234. La Corte determinará el daño material, que supone la pérdida o detrimento de los 
ingresos de la víctima y los gastos efectuados por sus familiares con motivo de los hechos45, 
y fijará una indemnización que busque compensar las consecuencias patrimoniales de las 

                                                 
45  Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 205; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 236; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 55.  
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violaciones cometidas.  Para ello, tendrá en cuenta las pruebas reunidas en este caso, la 
jurisprudencia del propio Tribunal y los argumentos de la Comisión, de los representantes 
de la víctima y sus familiares y del Estado. 
 
a) Pérdida de ingresos 
 
235. La Corte considera demostrada la condición de comerciante del señor Daniel Tibi, 
quien se dedicaba al comercio de piedras preciosas y arte (supra párr. 90.1) y percibía 
ingresos mensuales fluctuantes (supra párr. 90.44).  
 
236. Este Tribunal observa que por la actividad que realizaba el señor Daniel Tibi no es 
posible determinar cuál era su ingreso mensual, además de que no fueron aportados 
comprobantes idóneos para determinar con exactitud el ingreso que percibía en la época de 
su detención.  Al respecto, en consideración de la actividad que realizaba la víctima como 
medio de subsistencia y las particularidades del presente caso, la Corte fija en equidad la 
cantidad de €33.140,00 (treinta y tres mil ciento cuarenta euros), por concepto de pérdida 
de ingresos tanto por el tiempo que permaneció detenido como por la disminución en la 
capacidad para realizar su actividad laboral normal.   
 
b) Daño emergente 
 
237. Tomando en cuenta las pretensiones de las partes, el acervo probatorio y la 
jurisprudencia establecida por la Corte en esta materia, el Tribunal considera que la 
indemnización por el daño material debe también comprender: 
 

a) los gastos de los familiares de la víctima correspondientes a los numerosos 
viajes realizados, particularmente por la señora Beatrice Baruet y, en algunas 
ocasiones, por una de sus hijas que la acompañaba, para visitar al señor Daniel Tibi 
en la Penitenciaría del Litoral, y la permanencia en este sitio; el viaje realizado por la 
menor Sarah Vachon a Francia en octubre de 1995; y los gastos hechos para la 
supervivencia del señor Daniel Tibi en la cárcel.  La Corte estima pertinente fijar en 
equidad la cantidad de €7.870,00 (siete mil ochocientos setenta euros).  Dicha 
cantidad deberá ser entregada a la señora Beatrice Baruet;  
 
b) las 150 sesiones de psicoterapia que recibió el señor Tibi.  Sin embargo, como 
no se aportaron comprobantes que demuestren los gastos por ese concepto, la Corte 
fija en equidad la suma de €4.142,00 (cuatro mil ciento cuarenta y dos euros), que 
deberá ser entregada al señor Tibi; 
 
c) los gastos de la víctima relacionados con la alimentación especial, el 
tratamiento para sus problemas auditivos, visuales y respiratorios, y demás 
tratamientos físicos.  En este caso, la Corte fija en equidad la suma de €4.142,00 
(cuatro mil ciento cuarenta y dos euros), que deberá ser entregada al señor Tibi; 
 
d) los gastos relacionados con la reparación de la dentadura del señor Tibi, así 
como la compra de prótesis dental. Aunque no constan en el expediente todos los 
comprobantes idóneos acerca de dichos gastos, esta Corte estima probado que el 
señor Tibi debió incurrir en ciertas erogaciones para la atención de problemas 
dentales (supra párr. 90.50, 90.52 y 90.53) y, por ello, fija en equidad la suma de 
€16.570,00 (dieciséis mil quinientos setenta euros), que deberá ser entregada al 
señor Tibi; y 
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e) los bienes y valores que fueron incautados por la policía al señor Daniel Tibi, 
al momento de su detención, y que aún no han sido devueltos a la víctima.  Esta 
Corte observa que, como lo declaró en otro capítulo de la presente Sentencia (supra 
párr. 220), los bienes y valores incautados pertenecían al señor Tibi, pero no cuenta 
con el avalúo correspondiente.  En consecuencia, este Tribunal ordena la restitución 
de dichos bienes y valores por parte del Estado, en un plazo de seis meses a partir 
de la notificación de la presente Sentencia, y en el caso de no ser posible fija, en 
equidad, la suma de €82.850,00 (ochenta y dos mil ochocientos cincuenta euros) 
cantidad que debe otorgarse al señor Daniel Tibi como valor de los bienes que le 
fueron incautados, dentro de los cuales está el vehículo marca Volvo de su 
pertenencia.  Por otra parte, en lo que se refiere a la utilización de las tarjetas de 
débito y crédito que fueron incautadas al señor Tibi, específicamente la cantidad de 
US$6.000,00 (seis mil dólares de los Estados Unidos de América) que el señor Tibi 
alega fueron extraídos de su cuenta bancaria, así como la utilización de la tarjeta de 
crédito por gastos que ascienden a US$4.857,00 (cuatro mil ochocientos cincuenta y 
siete dólares de los Estados Unidos de América), la Corte se abstiene de 
pronunciarse, ya que no fue demostrado el uso indebido de estos documentos.  

 
238. Con base en todo lo anterior, la Corte fija como indemnización de los daños 
materiales por las violaciones declaradas en la presente sentencia, las siguientes 
cantidades: 
 

REPARACIÓN POR CONCEPTO DE DAÑO MATERIAL 
 Pérdida de ingresos  Daño emergente Total 

Daniel Tibi (víctima) €33.140,00 €107.705,00 €140.845,00 
Beatrice Baruet (ex 
compañera) 

    €7.870,00     €7.870,00 

TOTAL €148.715,00 

 
C) DAÑO INMATERIAL 

 
Alegatos de la Comisión  
 
239. La Comisión alegó que: 
 

a) el señor Tibi no sólo sufrió gravemente al recibir golpes y tormentos, sino que 
su continuada detención sin causa prolongó el sufrimiento en el tiempo y determinó 
la ruptura de su matrimonio;  
 
b) su hija nació cuando el señor Tibi se encontraba detenido.  En consecuencia, 
no pudo asistir a su ex compañera en ese momento.  Los escasos recursos de que 
disponía la familia fueron consumidos en la asistencia letrada contratada para 
obtener la libertad del señor Tibi y en los viajes para visitarlo en Guayaquil, donde 
estaba detenido, pese a que fue arrestado en Quito, donde residía su familia; y  
 
c) para Beatrice Baruet y los hijos de ambos, el efecto es traumático, 
especialmente tomando en cuenta que eran extranjeros en Ecuador, con escaso 
conocimiento del sistema judicial. El choque cultural mas alarmante debe haber sido 
comprobar que las autoridades no hacían cumplir las leyes del Ecuador. 

 
Alegatos de los representantes de la víctima y sus familiares  
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240. Los representantes de la víctima y sus familiares señalaron :  
 
Respecto al “daño moral” del señor Daniel Tibi, que: 
 

a) la violación a su integridad personal involucra el sufrimiento en distintos 
ámbitos: físico, psíquico y moral.  A más de ocho años de ocurridos los hechos, 
reflejados en las secuelas físicas y psicológicas que aún sufre, el señor Daniel Tibi no 
podrá recuperarse totalmente de todos los perjuicios que el Estado ecuatoriano le 
causó.  Las torturas provocaron la ruptura de su personalidad y sus lazos familiares.  
Hubo un cambio radical en su vida, que lo puso en una situación de desventaja que 
perdura hasta la fecha.  El señor Tibi tiene problemas psicológicos importantes, tales 
como: pesadillas, irritabilidad, síndrome depresivo, depresión, comportamientos de 
hiper vigilancia y fatiga; 
 
b) el daño moral también se origina en la ilegalidad y arbitrariedad de su 
detención, la impotencia para demostrar su inocencia, la falta de investigación de la 
tortura, la duración excesiva de la prisión preventiva, las pésimas condiciones 
carcelarias que sufrió y las demás violaciones que han sido detalladas en el escrito 
de demanda;  

 
c) el Estado debe compensarlo con una justa indemnización, que asciende a 
US$100.000,00 (cien mil dólares de los Estado Unidos de América);  
 
d) los daños ocasionados a la víctima y el sufrimiento provocado a su familia han 
dejado secuelas que requieren tratamiento médico y psicólogo.  Debe incluirse un 
rubro para los gastos futuros de dichos tratamientos, suma que deberá ser 
entregada a todos los miembros de la familia, en especial al señor Tibi, quien todavía 
padece de serios daños psíquicos y dolencias físicas, tales como cáncer;  

 
e) las violaciones a sus derechos humanos privaron al señor Tibi de la posibilidad 
de desarrollar su “proyecto de vida”, impidiéndole alcanzar las metas personales, 
profesionales y familiares que se había planteado junto a su familia.  El señor Tibi 
tenía planes concretos tanto profesionales como personales para su futuro; estos 
planes quedaron descartados cuando fue privado de libertad arbitrariamente más de 
dos años.  Las violaciones de las que fue objeto el señor Tibi alteraron gravemente el 
curso que normalmente habría seguido su vida; impidieron la realización de su 
vocación, aspiraciones, potencialidades, y causaron que nunca más pueda desarrollar 
actividades físicas normales. Los representantes solicitaron a la Corte que ordene al 
Estado reparar el daño producido al “proyecto de vida” del señor Tibi; 

 
Respecto al “daño moral” de los familiares del señor Daniel Tibi que: 

 
f) éstos también sufrieron las consecuencias de las violaciones a los derechos 
humanos.  La señora Beatrice Baruet se trasladaba todos los viernes a la ciudad de 
Guayaquil y permanecía ahí el fin de semana; igualmente viajaba durante sus 
vacaciones; constató las lesiones del señor Tibi, lo que le produjo dolor y 
desesperación.  La menor Sarah Vachon, hija de la señora Beatrice Baruet, fue 
enviada a Francia y no pudo estar con su familia por alrededor de dos años; Jeanne 
Camila Vachon, hija de la señora Beatrice Baruet, visitaba con su madre a la víctima 
en la penitenciaría y presenció una pelea, a raíz de la cual quedó traumatizada y no 
quiso volver más a la cárcel.  Lisianne Judith Tibi, hija del señor Tibi y la señora 
Baruet, nació cuando su padre estaba preso y, en consecuencia, no pasó con él sus 
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primeros dos años de vida.  Valerian Edouard Tibi, hijo del señor Tibi, no pudo ver a 
su padre durante los veintiocho meses en que éste permaneció detenido; 

 
g) se debe indemnizar el “daño moral” sufrido por los familiares del señor Daniel 
Tibi con la suma de US$100.000,00 (cien mil dólares de los Estados Unidos de 
América) para cada uno de ellos, de lo que resulta un total de US$500.000,00 
(quinientos mil dólares de los Estados Unidos de América); y 

 
h) se debe ordenar el pago, en equidad, de una compensación por concepto de 
daños inmateriales, así como la adopción de medidas satisfactorias que reparen la 
intensidad del sufrimiento causado a la víctima y sus familiares, las alteraciones de 
las condiciones de existencia y las demás consecuencias de orden no material.  

 
Alegatos del Estado 
 
241. El Estado señaló que si se demuestra su responsabilidad, la Corte deberá estimar la 
afectación sufrida por el señor Tibi y sus familiares  con motivo de los hechos violatorios 
para determinar la indemnización monetaria. 

 
Consideraciones de la Corte 
 
242. El daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones 
causados a las víctimas directas y a sus allegados, como el menoscabo de valores muy 
significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las 
condiciones de existencia de la víctima o su familia.  Por cuanto no es posible asignar al 
daño inmaterial un preciso equivalente monetario, sólo puede ser objeto de compensación,  
en dos formas.  En primer lugar, mediante el pago de una cantidad de dinero o la entrega 
de bienes o servicios apreciables en dinero, que el Tribunal determine en aplicación 
razonable del arbitrio judicial y en términos de equidad.  Y, en segundo lugar, mediante la 
realización de actos u obras de alcance o repercusión públicos, tales como la transmisión de 
un mensaje de reprobación oficial a las violaciones de los derechos humanos de que se trata 
y de compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurrir, que tengan como 
efecto, entre otros, el reconocimiento de la dignidad  de la víctima46.  El primer aspecto de 
la reparación de los daños inmateriales se analizará en esta sección y el segundo en la 
sección D) de este capítulo.  
 
243. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la sentencia 
constituye per se una forma de reparación.  No obstante, tomando en cuenta las 
circunstancias del presente caso, la intensidad del sufrimiento que los hechos causaron a las 
víctimas, las alteraciones de sus condiciones de existencia y las demás consecuencias de 
orden no material o no pecuniario que sufrieron éstos, la Corte estima pertinente ordenar el 
pago de una compensación por concepto de daños inmateriales, conforme a la equidad47. 
 
244. Al fijar la compensación por daño inmaterial en el caso sub judice, se debe 
considerar que Daniel Tibi fue sometido a condiciones de reclusión inhumanas y fue 
torturado, lo cual le produjo intensos dolores corporales, sufrimientos y quebrantos 

                                                 
46  Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 211; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 244; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 65. 
 
47  Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 215; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 247; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 66. 
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emocionales, así como consecuencias físicas y psicológicas que aún perduran.  Además, las 
actuaciones que se siguieron en su contra no cumplieron con los requisitos del debido 
proceso (hubo detención ilegal y arbitraria, falta de garantías judiciales y de protección 
judicial).  Naturalmente, la persona sometida a detención arbitraria experimenta un 
profundo sufrimiento48, que se agrava si se toma en cuenta que no se han investigado los 
hechos relacionados con la tortura de que fue objeto la víctima.  Este Tribunal considera que 
se presume que las violaciones de esta naturaleza causan daños inmateriales a quien las 
padece49. 
 
245. Es razonable considerar que las violaciones cometidas en contra del señor Daniel Tibi 
alteraron de forma manifiesta su proyecto de vida.  Las expectativas de desarrollo personal, 
profesional y familiar, posibles en condiciones normales, fueron interrumpidas de manera 
abrupta. 
 
246. Por todo ello, la Corte considera que el señor Daniel Tibi debe ser compensado por 
daño inmaterial y fija en equidad la suma de €82.850,00 (ochenta y dos mil ochocientos 
cincuenta euros) a su favor por ese concepto.  
 
247. En cuanto a las demás víctimas, la detención ilegal y arbitraria y tortura que padeció 
el señor Tibi les acarreó a su ex compañera, señora Beatrice Baruet, a Sarah Vachon, a 
Jeanne Camila Vachon y a Lisianne Judith Tibi, sufrimiento, angustia y dolor, lo cual ha 
causado grave alteración en sus condiciones de existencia y en sus relaciones familiares y 
sociales y menoscabó su forma de vida (supra párrs. 160 y 161).  Valerian Edouard Tibi, 
hijo del señor Daniel Tibi, vio afectada la relación con su padre mientras éste permaneció 
detenido (supra párrs. 160 y 161).   
 
248. Con base en todo lo anterior, este Tribunal considera que los familiares del señor 
Tibi deben ser compensados.  Para ello fija en equidad la cantidad de €57.995,00 
(cincuenta y siete mil novecientos noventa y cinco euros), a favor de la señora Beatrice 
Baruet por concepto de daño inmaterial.  Asimismo, fija en equidad la cantidad de 
€37.282,00 (treinta y siete mil doscientos ochenta y dos euros) que será distribuida en 
partes iguales entre Lisianne Judith Tibi, Sarah y Jeanne Camila Vachon, por concepto de 
daño inmaterial.  Igualmente fija en equidad la suma de €12.427,00 (doce mil 
cuatrocientos veintisiete euros), que deberá ser entregada Valerian Edouard Tibi.  
 
249. Analizados los argumentos de los representantes de la víctima y sus familiares, así 
como el acervo probatorio de este caso, es posible determinar que los padecimientos físicos 
y psicológicos del señor Daniel Tibi perduran hasta ahora (supra párr. 90.53).  Por ello, esta 
Corte estima, como lo ha hecho en otras oportunidades50, que la indemnización por daño 
inmaterial debe comprender también los gastos futuros por tratamiento psicológico y 
médico. A ese respecto, se considera pertinente fijar, en equidad, como indemnización por 
el referido concepto, la cantidad €16.570,00 (dieciséis mil quinientos setenta euros) a favor 
del señor Daniel Tibi. 
 

                                                 
48  Cfr. Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, párr. 168; Caso Bulacio, supra nota 129, párr. 98; y Caso Juan 
Humberto Sánchez, supra nota 3, párr. 174. 

 
49 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 217; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 248; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 67. 
 
50 Cfr. Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 71; Caso Myrna Mack Chang. Sentencia de 
25 de noviembre de 2003, Serie C No. 101, párr. 266; y Caso Bulacio, supra nota 129, párr. 100. 
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250. Teniendo en cuenta las distintas facetas del daño inmaterial a las que se viene 
haciendo referencia, la Corte fija en equidad el valor de las compensaciones por ese 
concepto en los términos que se indican en el cuadro que se transcribe: 
 
 

REPARACIÓN POR CONCEPTO DE DAÑO INMATERIAL 
Víctima y familiares Daño 

inmaterial  
Gastos tratamiento médico 

y psicológico (futuros) 
Total 

Daniel David Tibi (víctima) €82.850,00 €16.570,00 €99.420,00 
Beatrice Baruet  
(ex compañera) 

€57.995,00 
 

 €57.995,00 

Sarah Vachon (hijastra) €12.427,00  €12.427,00 
Jeanne Camila Vachon 
(hijastra) 

€12.427,00  €12.427,00 
 

Lisianne Tibi (hija) €12.427,00  €12.427,00 
Valerian Edouard Tibi (hijo) €12.427,00  €12.427,00 
TOTAL €207.123,00 

 
 
 

D) OTRAS FORMAS DE REPARACIÓN  
(MEDIDAS DE SATISFACCIÓN Y GARANTÍAS DE NO REPETICIÓN) 

 
 
Alegatos de la Comisión 
 
251. En relación con las otras formas de reparación, la Comisión alegó que las violaciones 
cometidas contra el señor Tibi fueron una reiteración de las cometidas por el Estado en 
contra del señor Rafael Iván Suárez Rosero51.  En dicho caso la Corte ordenó al Estado que 
adoptara las medidas necesarias para que no se repitieran las violaciones consideradas en la 
sentencia del Tribunal.  En el presente caso, la Comisión señaló que el Estado debe:  
 

a) adoptar las medidas necesarias para que el recurso de “amparo de libertad” 
sea efectivo, y así sus disposiciones puedan ser implementadas desde el punto vista 
procesal y sustantivo;  
 
b) adoptar las medidas necesarias para que el sistema judicial penal cumpla 
efectivamente lo ordenado en la legislación ecuatoriana;  
 
c) crear un mecanismo interno conforme al cual los peticionarios puedan 
presentar denuncias relacionadas con las faltas del sistema judicial penal, en cuanto 
a su funcionamiento oportuno y efectivo, y puedan obtener reparaciones; 
 
d) crear mecanismos de queja y monitoreo para supervisar las condiciones de 
detención, y luego facilitar a los reclusos y a sus familias el acceso a la información 
sobre los referidos mecanismos;  
 
e) ajustar las condiciones y la práctica del sistema carcelario a las normas 
internacionales de protección de los derechos humanos aplicables a la materia y 

                                                 
51 Se alude al Caso Suárez Rosero, supra nota 145, conocido por la Corte Interamericana. 
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establecer un mecanismo que permita la revisión y supervisión del cumplimiento de 
las modificaciones introducidas, dando para ello participación a la sociedad civil y a 
las organizaciones no gubernamentales; 
 
f) facilitar los mecanismos pertinentes para asegurar el acceso a la valoración y 
el tratamiento médico adecuados de los reclusos, con periodicidad y debido 
seguimiento.  Se debe utilizar un protocolo de actuación médica en el contexto 
penitenciario, que incluya programas de salud básicos, teniendo en cuenta el perfil 
epidemiológico;  
 
g) dotar de personal y equipamiento médico básico a los centros penitenciarios, 
con mecanismos que permitan una atención continuada y con mejor capacitación 
para los médicos, de acuerdo con los estándares internacionales aplicables; 
 
h) dotar y capacitar al personal con funciones de custodia acerca del  
tratamiento que deben recibir los reclusos, de conformidad con los estándares 
internacionales generalmente aceptados; e  
 
i) crear un sistema de investigación y sanción de denuncias de torturas y tratos 
indebidos que permita establecer una sanción contra quienes incurren en 
violaciones.  

 
 
 

Alegatos de los representantes de la víctima y sus familiares  
 
252. Los representantes de la víctima y sus familiares se adhirieron a la solicitud de la 
Comisión, y requirieron que el Estado: 

 
a) investigue, juzgue y sancione a los responsables de las violaciones a los 
derechos humanos del señor Daniel Tibi y a todos aquellos que en forma dolosa u 
omisiva han permitido que prevalezca la total impunidad;  
 
b) divulgue públicamente el resultado del proceso de investigación, para que la 
sociedad conozca la verdad; 

 
 c) reivindique la imagen del señor Tibi y realice un acto público de 

reconocimiento de su responsabilidad en el presente caso y se haga un desagravio 
público del señor Daniel Tibi, la señora Beatrice Baruet y su familia; 
 
d) publique, en los tres diarios de mayor circulación del Ecuador, y financie otra 
publicación en los tres diarios de mayor circulación de Francia, la parte 
correspondiente a hechos, derechos y puntos resolutivos de la sentencia que emita la 
Corte, así como una disculpa a la víctima y sus familiares, y el compromiso estatal 
de que nunca se volverán a repetir hechos como los acontecidos; 
 
e) publique la sentencia de la Corte en el Diario Oficial del Ecuador;  
 
f) edite un video de 30 minutos en el que se narren los hechos del caso, y se 
haga un reconocimiento público de la participación de agentes del Estado y de falta 
de investigación sobre aquéllos; 
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g) adapte la normativa interna a los estándares internacionales: Convención 
Americana y Convención Interamericana contra la Tortura; sancione la tortura como 
un delito específico; y repare el daño causado a víctimas de tortura, mediante un 
tratamiento especializado y una justa indemnización económica;  

 
h) adecue la legislación procesal interna para que la prisión preventiva sea la 
excepción y no la regla, se asegure que los detenidos no queden encarcelados 
indefinidamente, y únicamente se otorgue valor probatorio a las confesiones y 
declaraciones rendidas ante los jueces;  

 
i) adecue las condiciones carcelarias a los estándares internacionales, y dote de 
recursos económicos a la Dirección Nacional de Rehabilitación Social, para que pueda 
realizar dicha adecuación;  

 
j) realice un proceso administrativo o disciplinario en contra de los jueces que 
llevaron la causa del señor Tibi; 
 
k) se abstenga de recurrir a figuras tales como la amnistía, la prescripción y el 
establecimiento de eximentes de responsabilidad, así como cualquier otra medida 
que pretenda impedir la persecución penal o suprimir los efectos de la sentencia 
condenatoria;  
 
l) implemente el derecho a la notificación consular; y 
 
m) realice una campaña de instrucción y capacitación a funcionarios judiciales, 
policiales y penitenciarios, así como a médicos y psicólogos, sobre cómo prevenir la 
tortura y documentar las denuncias de tortura.  Para ello es conveniente que se 
sigan los procedimientos y disposiciones de manuales internacionales especializados 
como el Protocolo de Estambul.   

 
 
Alegatos del Estado 
 
253. En cuanto a las medidas de no repetición, el Estado señaló que si la Corte encuentra 
que existe responsabilidad por parte de éste, en el caso de pedir disculpas habría que 
determinar a qué funcionario del Estado corresponde hacerlo. 
 
Consideraciones de la Corte 
 
a) Obligación de investigar los hechos que generaron las violaciones, e identificar, 
juzgar y sancionar a los responsables 
 

254. La Corte ha concluido, inter alia, que el Estado violó los artículos 5, 7, 8, 21 y 25 de 
la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, e inobservó las obligaciones 
previstas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura, en 
perjuicio del señor Daniel Tibi.  Asimismo, el Estado violó el artículo 5.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la señora Beatrice 
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Baruet, Sarah y Jeanne Camila Vachon, Lisianne Judith Tibi y Valerian Edouard Tibi, en los 
términos contenidos en esta Sentencia.  

255. En el presente caso impera la impunidad de los responsables de las violaciones 
cometidas.  Después de más de nueve años de ocurridos los hechos, no se ha investigado ni 
sancionado a los responsables de la detención ilegal y arbitraria y de las violaciones a las 
garantías judiciales del señor Daniel Tibi, así como tampoco a los responsables de las 
torturas ocasionadas a la víctima.  Por lo tanto, se ha configurado una situación de 
impunidad que infringe el deber del Estado, lesiona a la víctima y a sus familiares y propicia 
la repetición crónica de las violaciones de los derechos humanos52.  
 
256. Este Tribunal se ha referido en reiteradas ocasiones al derecho que asiste a las 
víctimas y sus familiares de conocer lo que sucedió y saber quiénes fueron los agentes del 
Estado responsables de los hechos53.  La Corte ha señalado que “la investigación de los 
hechos y la sanción de las personas responsables, [...] es una obligación que corresponde al 
Estado siempre que haya ocurrido una violación de los derechos humanos y esa obligación 
debe ser cumplida seriamente y no como una mera formalidad”54.  

257. La víctima de violaciones de derechos humanos y sus familiares, en su caso, tienen 
el derecho de conocer la verdad55. En consecuencia, las víctimas en este caso tienen 
derecho de conocer quiénes fueron los responsables de la detención ilegal y arbitraria, la 
tortura y la violación al debido proceso y a las garantías judiciales en agravio del señor 
Daniel Tibi.  Este derecho a la verdad ha sido desarrollado por el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos56 y su reconocimiento puede constituir un medio importante de 
reparación.  

258. A la luz de lo anterior, para reparar, en este orden, las violaciones cometidas, el 
Estado debe investigar efectivamente los hechos del presente caso con el fin de identificar, 
juzgar y sancionar a los responsables.  Los procesos internos deben versar sobre las 
violaciones a los derechos a la Integridad Personal, la Libertad Personal, la Protección 
Judicial y las Garantías Judiciales, a los que se refiere esta Sentencia.  La víctima debe tener 
pleno acceso y capacidad de actuar en todas las etapas e instancias de la investigación y el 

                                                 
52  Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 228; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 257; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 79. 
 
53  Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri. supra nota 8, párr. 229; Caso 19 Comerciantes. supra nota 
9, párr. 258; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 80. 
 
54  Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 229; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 258; y Caso Molina Theissen, Reparaciones, supra nota 9, párr. 80. 

 
55 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 230; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 261; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 81. 
 
56 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 230; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 261; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 81. 
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juicio correspondiente, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención 
Americana.  Los resultados del proceso deberán ser públicamente divulgados, para que las 
sociedades ecuatoriana y francesa conozcan la verdad.  
 
259. El Estado debe garantizar que el proceso interno tendiente a investigar, juzgar y 
sancionar a los responsables de los hechos surta los debidos efectos.  Además, deberá 
abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía, la prescripción y el establecimiento de 
excluyentes de responsabilidad, así como a medidas que pretendan impedir la persecución 
penal o suprimir los efectos de la sentencia condenatoria, como lo ha hecho notar la Corte 
en otros casos57. 

 
b) Publicación de las partes pertinentes de la Sentencia de la Corte 
 
260. Asimismo, y como lo ha ordenado en otras oportunidades58, la Corte estima que el 
Estado debe publicar, como medida de satisfacción, dentro de un plazo de seis meses, 
contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el 
Diario Oficial y en otro diario de circulación nacional en el Ecuador, tanto la Sección 
denominada Hechos Probados como los puntos resolutivos Primero a Décimo Tercero de la 
presente Sentencia, sin las notas al pie de página correspondientes.  Igualmente, el Estado 
deberá publicar lo anterior, traducido al francés, en un diario de amplia circulación en 
Francia, específicamente en la zona en la cual reside el señor Tibi. 
 
c) Declaración escrita de reconocimiento de responsabilidad internacional y en 
desagravio de las víctimas 
 
261. Como consecuencia de las violaciones establecidas en esta Sentencia, la Corte 
considera que el Estado debe hacer pública una declaración escrita formal emitida por altas 
autoridades del Estado en la que reconozca su responsabilidad internacional por los hechos 
a que se refiere el presente fallo y pida disculpas al señor Tibi y a las demás víctimas del 
presente caso.  Dicha declaración deberá ser publicada dentro de un plazo de seis meses, 
contados a partir de la notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en un 
diario de circulación nacional en el Ecuador, así como su traducción al francés en un diario 
de amplia circulación en Francia, específicamente en la zona en la cual reside el señor Tibi.  
La referida declaración tendría efectos de satisfacción y servirá como garantía de no 
repetición. 
 
d) Adopción de medidas de formación y capacitación  
 
262. Tanto la Comisión Interamericana como los representantes de la víctima y sus 
familiares solicitaron a la Corte que ordenara al Estado que capacite al personal judicial, del 
ministerio público, policial y penitenciario, así como a los médicos y psicólogos 
correspondientes, sobre el tratamiento de reclusos, la prevención de la tortura y la 
documentación de las denuncias, de acuerdo con los estándares internacionales 
generalmente aceptados.  En ese sentido, el Estado debe tomar en cuenta que los detenidos 
tienen derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal.  
Las autoridades estatales ejercen un control total sobre la persona que se encuentra sujeta 

                                                 
57 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 232; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 262; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 83. 
 
58  Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 235; Caso Molina Theissen. 
Reparaciones, supra nota 9, párr. 86; y Caso Myrna Mack Chang, supra nota 175, párr. 280. 
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a su custodia.  La forma en que se trata a un detenido debe estar sujeta al escrutinio más 
estricto, tomando en cuenta la especial vulnerabilidad de aquél59.  La Corte ha establecido 
que el Estado, como responsable de los establecimientos de detención, es el garante de 
estos derechos de los detenidos, lo cual implica, entre otras cosas, que le corresponde 
explicar lo que suceda a las personas que se encuentran bajo su custodia. 
 
263. En razón de lo expuesto y en las circunstancias del presente caso, esta Corte 
considera que el Estado debe establecer un programa de formación y capacitación para el 
personal judicial, del ministerio público, policial y penitenciario, incluyendo al personal 
médico, psiquiátrico y psicológico, sobre los principios y normas de protección de los 
derechos humanos, relacionados con la detención de personas, sus derechos y garantías 
judiciales, el trato que deben recibir, sus condiciones de detención, tratamiento y control 
médico, el derecho a contar con un abogado, a recibir visitas, a que los procesados y 
condenados se alojen en instalaciones diferentes.  En fin, el Estado debe garantizar que se 
apliquen los estándares internacionales.   
 
264. El diseño e implementación del programa de capacitación, deberá incluir la 
asignación de recursos específicos para conseguir sus fines y se realizará con participación 
de la sociedad civil.  Para estos efectos, el Estado deberá crear un comité interinstitucional 
con el fin de definir y ejecutar programas de capacitación en derechos humanos y 
tratamiento de reclusos.  El Estado deberá informar a esta Corte sobre la constitución y 
funcionamiento de este comité, en el plazo de seis meses.  
 
 

XV 
COSTAS Y GASTOS 

 
Alegatos de la Comisión 
 
265. En relación con los gastos y costas, la Comisión alegó que: 
 

a) el señor Tibi estuvo representado originalmente por el señor Arthur Vercken, 
abogado francés, desde el 15 de julio hasta el 9 noviembre de 2001, en las 
actuaciones ante la Comisión Interamericana;  
 
b) a partir del 12 de diciembre de 2001 el caso fue asumido por dos 
organizaciones no gubernamentales: CEJIL y la Clínica de Derechos Humanos del 
PUCE; y 
 
c) es esencial el pago de gastos y costas razonables y justificados, sobre la base 
de la información presentada por los representantes.  La Corte deberá tener en 
cuenta los gastos y costas pasados, así como los que serán necesarios para seguir el 
caso ante este Tribunal, en todas sus etapas, incluido el cumplimiento de una 
eventual sentencia.  
 

Alegatos de los representantes de la víctima y sus familiares 
 
266. En relación con los gastos y las costas, los representantes de la víctima y sus 
familiares pidieron a la Corte que se les otorgara, en la etapa procesal correspondiente, la 
oportunidad de presentar un documento con cifras actualizadas.  Además, solicitaron el 
pago de:   

                                                 
59 Cfr. Caso Bulacio, supra nota 129, párr. 126 
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a) gastos en que incurrió el señor Tibi en el procedimiento interno, relacionados 
con honorarios profesionales de sus abogados defensores, fotocopias, traslado de los 
abogados a Guayaquil (transporte, alimentación, estadía) y demás costas procesales. 
Al respecto, señalaron que el abogado Nelson Martínez hizo un cobro a la señora 
Beatrice Baruet, el 13 de noviembre de 1995, de US$1.544,00 (mil quinientos 
cuarenta y cuatro dólares de los Estados Unidos de América).  Ese valor se proyectó 
por los veintiocho meses en que estuvo detenido el señor Tibi, lo que explica la suma 
total de US$30.000,00 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de América).  En 
consecuencia, solicitaron a la Corte que fije en equidad el monto de las costas en que 
incurrió el señor Daniel Tibi y su familia, teniendo en cuenta la proyección 
presentada; 

 
b) servicios del abogado Arthur Vercken en el proceso internacional.  Aquél fue 
contratado por el señor Tibi para que llevara su causa ante la Comisión 
Interamericana y cobró al señor Tibi US$21.000,00 (veintiún mil dólares de los 
Estados Unidos de América), cantidad cuyo reintegro solicitaron los representantes; 
 
c) gastos que hizo el señor Tibi en su comparencia ante la Comisión 
Interamericana, que suman, aproximadamente, US$3.000,00 (tres mil dólares de los 
Estados Unidos de América); 

 
d) gastos en que incurrió la Clínica de Derechos Humanos del PUCE, en el ámbito 
internacional, relacionados con el traslado de dos personas de Quito a San José, en 
dos ocasiones, incluido los viáticos correspondientes a cada viaje, lo que suma 
US$4.200,00 (cuatro mil doscientos dólares de los Estados Unidos de América); 
erogaciones relacionadas con teléfono, fax, courier, papelería, etc., por US$2.750,00 
(dos mil setecientos cincuenta dólares de los Estados Unidos de América); y 
honorarios profesionales de dos abogados, por 200 horas de trabajo a US$15,00 
(quince dólares de Estados Unidos de América) la hora, lo que asciende a 
US$3.000,00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de América).  En consecuencia, 
los gastos totales de la Clínica de Derechos Humanos del PUCE suman US$9.950,00 
(nueve mil novecientos cincuenta dólares de los Estados Unidos de América); y 

 
e) gastos efectuados por CEJIL, en el ámbito internacional, relativos a pasajes 
de Washington a San José, y viáticos para dos personas en dos ocasiones, lo que 
suma US$5.400,00 (cinco mil cuatrocientos dólares de los Estados Unidos de 
América); erogaciones relacionadas con llamadas telefónicas, fax, courier, papelería, 
etc., por US$3.100,00 (tres mil cien dólares de los Estados Unidos de América); y 
honorarios profesionales de dos abogados, por 400 horas de trabajo, a US$15,00 
(quince dólares de Estados Unidos de América) la hora, que asciende a US$6.000,00 
(seis mil dólares de los Estados Unidos de América).  Adicionalmente, CEJIL incurrió 
en gastos relacionados con llamadas telefónicas, envíos courier, papelería, copias y 
suministros; viajes para dos personas de los Estados Unidos de América a Francia 
para la preparación del peritaje psicológico y entrevista con víctimas y testigos; viaje 
de un abogado de CEJIL de Costa Rica a Ecuador para la documentación del caso y 
entrevista con peritos; viaje de un perito a la ciudad de Guayaquil para la 
preparación del dictamen; viajes de una abogada, la víctima, la ex compañera del 
señor Tibi y un perito desde Estados Unidos de América, Francia y Ecuador, 
respectivamente, hacia Costa Rica, para comparecer en la audiencia pública ante la 
Corte.  La suma de estos conceptos arroja US$20.000,00 (veinte mil dólares de los 
Estados Unidos de América), aproximadamente.  
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Alegatos del Estado 
 
267. El Estado no hizo referencia a gastos y costas.  
 
Consideraciones de la Corte 
 
268. La Corte ha señalado que las costas y los gastos quedan comprendidos en el concepto 
de reparación, consagrado en el artículo 63.1 de la Convención Americana, puesto que la 
actividad desplegada por la víctima, sus derechohabientes o sus representantes para acceder 
a la justicia internacional implica erogaciones y compromisos de carácter económico, que 
deben ser compensados60.  En cuanto al reembolso, corresponde al Tribunal apreciar 
prudentemente su alcance, que abarca los gastos generados ante las autoridades de la 
jurisdicción interna y los realizados en el curso del proceso ante el sistema interamericano, 
teniendo en cuenta la acreditación de los gastos hechos, las circunstancias del caso concreto y 
la naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los derechos humanos.  La 
estimación se puede hacer con base en el principio de equidad y apreciando los gastos 
comprobados por las partes, siempre que su quantum sea razonable61. 
 
269. Las costas comprenden tanto la etapa de acceso a la justicia nacional, como el 
procedimiento internacional ante la Comisión y la Corte62. 
 
270. A este efecto, la Corte estima equitativo ordenar el pago €37.282,00 (treinta y siete 
mil doscientos ochenta y dos euros), que deberá ser entregada al señor Daniel Tibi, por 
concepto de costas y gastos en el proceso interno y en el procedimiento seguido ante el 
sistema interamericano de protección de los derechos humanos.  Esta suma incluye 
€12.427,00 (doce mil cuatrocientos veintisiete euros) por costas y gastos en el proceso 
interno, y €24.855,00 (veinticuatro mil ochocientos cincuenta y cinco euros) por el mismo 
concepto en lo que atañe el procedimiento ante los órganos del sistema interamericano. 

 
 

XVI 
MODALIDAD DE CUMPLIMIENTO 

 
271. El Estado deberá pagar las indemnizaciones y reintegrar las costas y gastos (supra 
párrs. 235 a 238, 244 a 250 y 270) dentro de un año, contado a partir de la notificación de 
esta Sentencia.  En el caso de las otras reparaciones ordenadas deberá dar cumplimiento a 
las medidas en un tiempo razonable (supra párrs. 254 a 259 y 262 a 264), o en el que 
señale esta Sentencia (supra párrs. 237.e, 260 y 261). 
 
272. El pago de las indemnizaciones establecidas a favor de las víctimas, según sea el 
caso, será hecho directamente a éstas.  Si alguno de ellos falleciera, el pago se hará a sus 
herederos.  
 
273. Los pagos destinados a solventar las costas y gastos generados por las gestiones 
realizadas por los familiares del señor Tibi y sus representantes en los procedimientos 

                                                 
60 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 242; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 283; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 95. 
 
61 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 8, párr. 242; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
9, párr. 283; y Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 95. 
 
62  Cfr. Caso Molina Theissen. Reparaciones, supra nota 9, párr. 96; Caso Maritza Urrutia, supra nota 8, párr. 
183; y Caso Myrna Mack Chang, supra nota 175, párr. 290. 
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interno e internacional, serán hechos a éste (supra párr. 270), quién efectuará los pagos 
correspondientes en la forma que él mismo convenga con aquéllos representantes. 

 
274. Si por causas atribuibles a los beneficiarios de la indemnización no fuese posible que 
éstos la reciban dentro del indicado plazo de un año, el Estado consignará dichos montos a 
favor de aquéllos en una cuenta o certificado de depósito en una institución bancaria 
francesa solvente, en euros y en las condiciones financieras más favorables que permitan la 
legislación y la práctica bancarias.  Si la indemnización no ha sido reclamada al cabo de diez 
años, la suma correspondiente será devuelta al Estado, con los intereses generados. 

 
275. Por lo que toca a las indemnizaciones ordenadas a favor de las niñas Jeanne Camila 
Vachon y Lisianne Judith Tibi, el Estado deberá depositarlas en una institución francesa 
solvente, en euros.  La inversión se hará dentro del plazo de un año, en las condiciones 
financieras más favorables que permitan la legislación y la práctica bancaria, mientras los 
beneficiarios sean menores de edad.  Podrá ser retirado por aquellos cuando alcancen la 
mayoría de edad, en su caso, o antes si así conviene al interés superior del niño, establecido 
por determinación de una autoridad judicial competente.  Si no se reclama la indemnización 
una vez transcurridos diez años contados a partir de la mayoría de edad, la suma será 
devuelta al Estado, con los intereses devengados. 
 
276. El Estado debe cumplir las obligaciones económicas señaladas en esta Sentencia 
mediante el pago en euros. 
 
277. Los montos asignados en la presente Sentencia bajo los conceptos de 
indemnizaciones, gastos y costas no podrán ser afectados, reducidos o condicionados por 
motivos fiscales actuales o futuros.  En consecuencia, deberán ser entregados a los 
beneficiarios en forma íntegra conforme a lo establecido en la Sentencia. 
 
278. En caso de que el Estado incurra en mora, pagará un interés sobre el monto 
adeudado, correspondiente al interés bancario moratorio en el Ecuador. 
 
279. Como lo ha determinado y practicado en todos los casos sujetos a su conocimiento, 
la Corte supervisará el cumplimiento de la presente Sentencia en todos sus aspectos, 
supervisión inherente a las atribuciones jurisdiccionales del Tribunal y necesaria para la 
debida observación, por parte de la propia Corte, del artículo 65 de la Convención.  El caso 
se dará por concluido una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en 
el fallo.  Dentro de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, el Estado 
presentará a la Corte un primer informe sobre las medidas tomadas para el cumplimiento de 
esta Sentencia. 

 
XVII 

PUNTOS RESOLUTIVOS 
280. Por tanto, 
 
 LA CORTE,  
 
 DECIDE: 
 
Por unanimidad, 
 
1. Desestimar la primera excepción preliminar interpuesta por el Estado sobre “falta de 
agotamiento de recursos internos”. 
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2. Desestimar la segunda excepción preliminar interpuesta por el Estado, sobre “falta 
de competencia ratione materiae de la Corte Interamericana para conocer sobre violaciones 
a la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura”. 
 
Y DECLARA: 
 
Por unanimidad, que: 
 
3. El Estado violó el Derecho a la Libertad Personal consagrado en el artículo 7.1, 7.2, 
7.3, 7.4 y 7.5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Daniel Tibi, en los términos de los párrafos 
94 a 122 de la presente Sentencia.  
 
4. El Estado violó los Derechos a la Libertad Personal y a la Protección Judicial 
consagrados en los artículos 7.6 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Daniel Tibi, en 
los términos de los párrafos 126 a 137 de la presente Sentencia. 
 
5. El Estado violó el Derecho a la Integridad Personal consagrado en el artículo 5.1, 5.2 
y 5.4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1. 
de la misma, e inobservó las obligaciones previstas en los artículos 1, 6 y 8 de la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio del señor 
Daniel Tibi, en los términos de los párrafos 142 a 159 y 162 de la presente Sentencia.  
 
6.  El Estado violó el Derecho a la Integridad Personal consagrado en el artículo 5.1 de 
la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de 
Beatrice Baruet, Sarah y Jeanne Camila Vachon, Lisianne Judith Tibi y Valerian Edouard 
Tibi, en los términos de los párrafos 160 a 162 de la presente Sentencia. 
 
7. El Estado violó el Derecho a las Garantías Judiciales, consagrado en el artículo 8.1, 
8.2, 8.2.b, 8.2.d, 8.2.e y 8.2.g de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Daniel Tibi, en los términos 
de los párrafos 167 a 200 de la presente Sentencia. 
 
8. El Estado violó el Derecho a la Propiedad Privada, consagrado en el artículo 21 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la 
misma, en perjuicio del señor Daniel Tibi, en los términos de los párrafos 209 a 221 de la 
presente Sentencia. 
 
 
Y DISPONE: 

 
Por unanimidad, que: 

 
9. Esta Sentencia constituye per se una forma de reparación, en los términos del 
párrafo 243 de ésta. 
 
10.  El Estado debe, en un plazo razonable, investigar efectivamente los hechos del 
presente caso, con el fin de identificar, juzgar y sancionar a todos los autores de las 
violaciones cometidas en perjuicio del señor Daniel Tibi.  El resultado de este proceso 
deberá ser públicamente divulgado, en los términos de los párrafos 254 a 259 de la 
presente Sentencia. 
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11. El Estado deberá publicar, al menos por una vez, en el Diario Oficial y en otro diario 
de circulación nacional en el Ecuador, tanto la Sección denominada Hechos Probados como 
los puntos resolutivos Primero al Decimosexto  de la presente Sentencia, sin las notas al pie 
de página correspondientes.  Igualmente, el Estado deberá publicar lo anterior, traducido al 
francés, en un diario de amplia circulación en Francia, específicamente en la zona en la cual 
reside el señor Daniel Tibi, en los términos del párrafo 260 de la presente Sentencia.  
 
12.  El Estado debe hacer pública una declaración escrita formal emitida por altas 
autoridades del Estado en la que reconozca su responsabilidad internacional por los hechos 
a que se refiere el presente caso y pida disculpas al señor Tibi y a las demás víctimas 
mencionadas en la presente Sentencia, en los términos del párrafo 261 de ésta. 
 
13. El Estado debe establecer un programa de formación y capacitación para el personal 
judicial, del ministerio público, policial y penitenciario, incluyendo al personal médico, 
psiquiátrico y psicológico, sobre los principios y normas de protección de los derechos 
humanos en el tratamiento de reclusos. El diseño e implementación del programa de 
capacitación, deberá incluir la asignación de recursos específicos para conseguir sus fines y 
se realizará con la participación de la sociedad civil.  Para estos efectos, el Estado deberá 
crear un comité interinstitucional con el fin de definir y ejecutar los programas de 
capacitación en derechos humanos y tratamiento de reclusos.  El Estado deberá informar a 
esta Corte sobre la constitución y funcionamiento de este comité, en el plazo de seis meses 
en los términos de los párrafos 262 a 264 de la presente Sentencia. 
 
14. El Estado debe pagar la cantidad total de €148.715,00 (ciento cuarenta y ocho mil 
setecientos quince euros) por concepto de indemnización de daño material, en los términos 
de los párrafos 235 a 238 de la presente Sentencia, distribuida de la siguiente manera: 
 

a) a Daniel Tibi, la cantidad de €57.995,00 (cincuenta y siete mil novecientos 
noventa y cinco euros), en los términos de los párrafos 235, 236, 237.b, 237.c, 
237.d y 238 de la presente Sentencia;  
 
b) el Estado debe devolver al señor Daniel Tibi los bienes incautados al momento 
de su detención, en el término de seis meses contados a partir de la presente 
Sentencia.  De no ser ello posible, el Estado deberá entregarle la suma de 
€82.850,00 (ochenta y dos mil ochocientos cincuenta euros) en los términos de los 
párrafos 237.e y 238 de la presente Sentencia; y 
 
c) a Beatrice Baruet, la cantidad de €7.870,00 (siete mil ochocientos setenta 
euros), en los términos de los párrafos 237.a y 238 de la presente Sentencia. 

 
15. El Estado debe pagar la cantidad total de €207.123,00 (doscientos siete mil ciento 
veintitrés euros), por concepto de indemnización del daño inmaterial, en los términos de los 
párrafos 244 a 250 de la presente Sentencia, distribuida de la siguiente manera: 
 

a) a Daniel Tibi, la cantidad de €99.420,00 (noventa y nueve mil cuatrocientos 
veinte euros), en los términos de los párrafos 244 a 246, 249 y 250 de la presente 
Sentencia; 
 
b) a Beatrice Baruet, la cantidad de €57.995,00 (cincuenta y siete mil 
novecientos noventa y cinco euros), en los términos de los párrafos 247, 248 y 250 
de la presente Sentencia;  
 
c) a Sarah Vachon, la cantidad de €12.427,00 (doce mil cuatrocientos veintisiete 
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euros), en los términos de los párrafos 247, 248 y 250 de la presente Sentencia; 
 
d) a Jeanne Camila Vachon, la cantidad de €12.427,00 (doce mil cuatrocientos 
veintisiete euros), en los términos de los párrafos 247, 248, 250 y 275 de la 
presente Sentencia; 
 
e) a Lisianne Judith Tibi, la cantidad de €12.427,00 (doce mil cuatrocientos 
veintisiete euros), en los términos de los párrafos 247, 248, 250 y 275 de la 
presente Sentencia; y 
 
f) a Valerian Edouard Tibi, la cantidad de €12.427,00 (doce mil cuatrocientos 
veintisiete euros), en los términos de los párrafos 247, 248 y 250 de la presente 
Sentencia. 

 
16. El Estado debe pagar al señor Daniel Tibi la cantidad total de €37.282,00 (treinta y 
siete mil doscientos ochenta y dos euros), por concepto de las costas y gastos en que 
incurrieron en el proceso interno y en el procedimiento internacional ante el sistema 
interamericano de protección de los derechos humanos, en los términos de los párrafos 268 
a 270 de la presente Sentencia.  
 
17. El Estado debe cumplir sus obligaciones de carácter pecuniario mediante el pago en 
euros. 
 
18. Los pagos por concepto de daño material, inmaterial y costas y gastos establecidos 
en la presente Sentencia no podrán ser afectados, reducidos o condicionados por motivos 
fiscales actuales o futuros, en los términos del párrafo 277 de la presente Sentencia. 
 
19. El Estado deberá cumplir las medidas de reparación y de reembolso de gastos 
dispuestos en la presente Sentencia, dentro del plazo de un año contado a partir de la 
notificación de ésta, salvo cuando se fijan plazos distintos. 
 
20. Supervisará el cumplimiento íntegro de la presente Sentencia.  El caso se dará por 
concluido una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en el presente 
fallo.  Dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, el 
Estado deberá rendir a la Corte un primer informe sobre las medidas tomadas para dar 
cumplimiento a esta Sentencia. 
 
Los Jueces García Ramírez, Cançado Trindade y Salgado Pesantes dieron a conocer a la 
Corte sus Votos Razonados, los cuales acompañan esta Sentencia. 
 

 

Redactada en español e inglés, haciendo fe el texto en español, en San José, Costa Rica, el 

7 de septiembre de 2004. 


